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Resumen: El presente trabajo propende por  una reflexión en torno a la incidencia de la 

participación ciudadana en la formulación de los planes de gestión del riesgo a desastres en 

Colombia, como un instrumento para el desarrollo de la política pública y la planeación territorial, 

atendiendo a las dinámicas teóricas de la participación ciudadana como eje de la acción pública 

del Estado, a partir de la evolución del marco normativo nacional y las políticas públicas 

orientadoras y las recomendaciones desde actores multilaterales. 
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El interés de involucrar procesos de investigación social en la formulación de políticas 

públicas, como lo es la participación ciudadana en los planes de gestión de riesgo a desastres, 

permite visualizar una propuesta investigativa de carácter exploratorio, donde la búsqueda de 

documentación está enfocada a la construcción social del riesgo y su impacto a nivel local apoyado 

en experiencias regionales, en donde se fundamenta la afirmación de la importancia de los procesos 

de participación en la construcción de lineamientos, en procura de la prevención, como de nuevos 

enfoques ante la formulación de la gestión del riesgo en la relación ciudadanía/institucionalidad.  

 

Este documento permite revisar diferentes fuentes tanto académicas, normativas, 

institucionales, a partir de la siguiente pregunta de reflexión:  

 

¿Qué incidencia ha tenido la participación ciudadana en formulación políticas 

públicas de gestión del riesgo en Colombia? 

 

 

Para atender a esta pregunta se recurrió a la recopilación y análisis de la información 

institucional, en cuanto a los mecanismos contemplados para la participación ciudadana en la 
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formulación de los planes de gestión del riesgo, así como estudios académicos sobre participación 

ciudadana en formulación de políticas públicas, para contrarrestarlos con los informes oficiales y 

los artículos investigativos en torno a la injerencia de la participación en la formulación de este 

tipo de políticas públicas. Lo que llevo a establecer la necesidad de verificar e la injerencia de la 

participación en la formulación de políticas, y la efectividad de la participación que se ha venido 

desarrollando.   

 

Dado que el Estado moderno contempla la construcción de una sociedad democrática, 

deliberante y participativa, en la cual la formulación de políticas desempeña un papel importante 

para garantizar el desarrollo y calidad de vida de los ciudadanos, lo que hace necesario la 

participación activa de la ciudadanía en el proceso de formulación de políticas. La desestatización 

de lo público a través del reconocimiento de actores con recursos de poder tan o más eficaces que 

los de los Estados y que se dedican a prestar servicios o desarrollar funciones públicas, desde lo 

comunitario o lo económico, implican la construcción de sociedad desde lo relacional. En este 

mismo sentido, la promulgación de políticas estatales, cuenta cada vez más con la interlocución 

con distintos actores sociales, no solo por razones democráticas sino considerando que cuentan 

con los recursos de poder para cuestionar la normatividad (Burgos Silva, 2018).  

 

 Es a partir de la relación dialéctica entre ciudadanía y organizaciones estatales que se 

visibilizan o entran en la agenda pública las exigencias, necesidades y demandas a nivel nacional, 

regional y locales de varios grupos de interés, para lo cual el Estado articula medidas, que tengan 

la capacidad de atender a las demandas y necesidades de la sociedad civil. Para ello se implementan 

las políticas públicas, entendidas como programas de acciones, que representan la realización 

concreta de decisiones mediante el establecimiento de reglas y parámetros de acción (Roth, 2013).  

 

Entre las diversas demandas que atienden los Estados se encuentran la seguridad, la salud, 

la educación, política económica y planeación territorial, gestión del riesgo, y es justamente en 

este último escenario que la presente investigación cobra sentido a partir de la caracterización la 

acción estatal en la formulación medidas que atiendan a las problemáticas relacionadas con la 

atención del riesgo a desastres y la injerencia de la participación ciudadana en dicho proceso.  

 

Teniendo en cuenta que el Estado tiene como fin “promover la prosperidad general y 

garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; 

facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 

administrativa y cultural de la Nación” (Constitución política de Colombia [C.P.], 1991; tít. I, art 

2), así como llevar a cabo los planes de ordenamiento territorial elaborados por alcaldes, juntas de 

concejo, Corporaciones Autónomas Regionales y de la comunidad en general, en los cuales se 

permitan prevenir, proteger y velar por la sociedad, dando un enfoque a la buena gestión del riesgo 

desde la percepción de la construcción social.  
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Por consiguiente, la gestión del riesgo incorpora a través de pilares constitucionales, la 

participación ciudadana como un eje central en el diseño y la implementación de políticas públicas, 

que han sido vital en la construcción del marco normativo y los planes de ordenamiento territorial 

entre otros.  Es así como esta investigación permite analizar la incidencia de la participación 

ciudadana en la gestión del riesgo, partiendo de su concepción normativa, su evolución como 

política pública, teniendo en cuenta algunos referentes internacionales y algunos modelos teóricos 

que contribuyen al análisis de esta política. 

 

Entender la participación ciudadana como una de las variables trascendentales en los 

procesos de formulación de política pública, requiere una conceptualización sobre el rol que 

desempeña el Estado, sus funciones y las formas de desarrollo de las sociedades; si bien el Estado 

moderno es una institución con un poco más de doscientos años en la historia de la humanidad. La 

constante evolución de las estructuras sociales, ha generado que su función y su organización 

tengan una gran injerencia sobre las relaciones sociales, dándole cabida al desarrollo de diversos 

paradigmas en torno a las necesidades de las personas y las sociedades, la estructuración de 

sistemas burocráticos, el diseño de políticas y participación de los ciudadanos en la toma de 

decisiones.  

 

La participación de la ciudadanía como mecanismo vinculante en el proceso de 

formulación de políticas públicas, sobre planes de gestión del riesgo, están sujetas a lo expuesto  

en la Ley Nº 1523, 2012, la cual enuncia los principios y los términos en los cuales se deben llevar 

a cabo los proceso de participación; sin embargo otra es la realidad manifiesta en diferentes 

territorios del país, en donde predomina la desinformación y en muchas ocasiones los habitantes 

dicen no tener conocimiento sobre esos principios, de esta manera se entiende que la participación 

de las comunidades se queda en el papel, cumpliendo un requisito legal, pero en la praxis dicha 

participación no tiene una repercusión en la formulación de los planes de gestión del riesgo. 

 

En la actualidad es menester entender que el rol de la ciudadanía se ha venido trasformando 

en las relaciones sociales, esto se refleja en las formas de relacionamiento entre ciudadanos; entre 

ciudadanos e instituciones; y el ciudadano y su contexto. Los avances normativos, tecnológicos, 

sociales han generado al o largo del territorio la articulación de grupos de interés en procura de un 

objetivo común, lo que ha llevado a la estructuración de redes de interés, que se articulan en 

procura de un objetivo común, esto ha generado cambios en la acción ciudadana, pasando de una 

concepción de  ciudadanía,  pasiva y contemplativa, cuya acción se reducía a la consulta y elección, 

a una ciudanía activa, la cual es crítica y reflexiva ante los procesos sociales que afectan su entorno. 

Es a partir de diversos puntos de vista, que se resalta el rol de las comunidades y la manera 

como estas inciden en el deber y en el derecho de participar en las decisiones que se lleven a cabo 

por parte del Estado en temas de procesos de gestión del riesgo, no solo desde un punto de vista 

informativo y consensual; si no desde la deliberación, la formulación, el seguimiento y control de 
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las acciones del Estado. Así mismo, se resalta la obligación del Estado por mantener informados a 

los ciudadanos, para prevenir desastres producto de fenómenos naturales, y que en muchas 

ocasiones son consecuencias de las acciones de las personas. Del mismo modo el gobierno 

colombiano debe tener un enfoque preventivo y no detectivo, y así se podrían prevenir efectos de 

la gestión del riesgo, enfoque el cual debe construirse de manera consensuada con la comunidad. 

 

 

OBJETIVO 

 

Analizar la incidencia de la participación ciudadana dentro del proceso de formulación de 

las políticas públicas de gestión del riesgo en Colombia. 

 

Objetivos Específicos 

 

 Describir la evolución las políticas públicas de gestión del riesgo en Colombia, desde 1998-

2018. 

 

 Identificar el alcance de la participación ciudadana en la formulación de planes gestión del 

riesgo en Colombia. 

 

 Establecer cuáles son los medios contemplados para la participación ciudadana en la 

formulación de planes de gestión del riesgo  

 

 

 

Anuncio del plan de trabajo  

 

Para el desarrollo del presente artículo, se precedió a realizar un análisis de investigaciones 

científicas y académicas contemporáneas en torno al tema de participación ciudadana en los 

procesos de formulación de políticas públicas, partiendo de las perspectivas institucionales, la 

participación ciudadana en la formulación de planes de gestión del riesgo a desastres y seguimiento 

a la implementación de los mismos;  y la manera como estas pueden articularse al objetivo de esta 

investigación, posteriormente se realizó un análisis sobre las posiciones alternas, centradas en el 

rol que desempeñan las comunidades y su influencia en el desarrollo de los planes de gestión del 

riesgo a desastres.  

Posteriormente se recurrió a las aproximaciones teóricas y conceptuales sobre los tres ejes 

que dan sentido a la investigación, que son: en primer lugar a las políticas públicas como la serie 
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de disposiciones para la acción pública en una sociedad junto con la participación ciudadana y 

principales modelos teóricos de participación en la construcción de políticas públicas; un segundo 

eje asociado a la conceptualización sobre los planes de gestión del riesgo, su evolución en la 

normatividad nacional, su estructura administrativa y finalmente un tercer eje vinculado a la 

participación ciudadana en los planes de gestión del riesgo a desastres como elemento que sirve 

de hoja de ruta a la acción Estatal para el desarrollo del ordenamiento territorial.  

 

Se decidió iniciar por la conceptualización acerca de las políticas públicas y a la 

participación ciudadana como el marco referencial que da cuenta de la importancia de las políticas 

públicas como materialización de la acción del Estado y la participación ciudadana como el 

mecanismo de visibilización de las demandas de los ciudadanos en un contexto determinado y la 

influencia de esta participación en el proceso de formulación, dado que estos son los dos conceptos 

sobre los cuales se desarrolló la investigación.  

 

Un segundo momento, parte del significado y la importancia de los planes de gestión de 

riesgo a desastres, y cómo desde el contexto internacional se ha procurado establecer el 

lineamiento de una política pública que atiende las necesidades derivadas de eventuales riesgos, 

luego se presenta la evolución de las políticas públicas de gestión del riesgo en Colombia, desde 

1998-2018, en donde se establecen los principales cambios derivados en la política, su 

organización estructura y alcance, de igual modo se hace especial énfasis en cuál ha sido el enfoque 

que se da a la participación ciudadana en los procesos de formulación, implementación y 

seguimiento de la política pública, y cuales han sido los resultados obtenidos hasta el momento.  

 

En concordancia con lo anterior, se hace un recuento de los principales cambios de la 

normatividad que han llevado a la creación del Sistema Nacional de Prevención y Atención de 

Desastres – SNPAD, resaltando las diversas normativas expedidas por el Estado a consecuencia 

de eventualidades en el territorio, se identifican las formas como la participación ciudadana incide 

en la legislación relacionada con la gestión del riesgo en Colombia desde 1998-2018 y, por último, 

se pretende analizar el contexto internacional, nacional, con respecto al manejo de la gestión del 

riesgo y algunas reflexiones teóricas frente a la importancia de la participación en procesos de 

gestión del riesgo y el impacto que pude llegar a tener  en  la construcción social. 

 

A partir de lo anterior y en procura de realizar un análisis de la incidencia de participación 

en los planes de gestión del riesgo, la investigación retoma los elementos desarrollados, con el fin 

de enfatizar la importancia del enfoque participativo en los procesos de la planeación local en un 

territorio, impulsado como una reglamentación expedida desde el gobierno central para ser 

ejecutada desde la autonomía de las autoridades departamentales y municipales, teniendo en cuenta 

la percepción pública del riesgo, lo que permite reconocer la trascendencia de éste para la 

población y por ende la necesidad de conocer las leyes que articulan las  políticas, estrategias o 

mecanismos “en orden a disponer de instrumentos eficientes para orientar el desarrollo del 
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territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, transformación y ocupación del espacio, lo 

que permite la participación de la comunidad en general para la toma de decisiones” (Ley 1523, 

2012,  p. 1).  

 

Así finalmente se llega una serie de conclusiones referentes a la importancia y el alcance 

de la participación ciudadana, las principales dificultades que se presentan en el proceso, y las 

principales afectaciones que tienen los procesos participativos en la formulación del ordenamiento 

territorial, posteriormente se hace un análisis sobre las recomendaciones y orientaciones dadas por 

organismos multilaterales y finalmente los cambios de paradigma frente a la participación que se 

abordan desde las nuevas perspectivas teóricas  

 

Metodología 

 

El siguiente apartado expone la metodología para el desarrollo del presente escrito, en el 

cual se implementó, una investigación documental con un corte descriptivo, donde se recurrió a la 

construcción teórica por medio de la recopilación de información de fuentes institucionales, como 

normatividad vigente, documentos de lineamiento de políticas públicas, investigaciones 

académicas, artículos científicos e informes de gestión de organismos internos y actores 

secundarios, para realizar una evaluación de la participación ciudadana en los procesos de 

formulación de planes de gestión del riesgo.  

 

Para ello se inició por medio de una revisión de libros y textos que proporcionan un 

acercamiento al desarrollo teórico de los ejes de esta investigación que son en primer lugar las 

políticas públicas de gestión del riesgo y la participación ciudadana, igualmente se acude como 

fuente referencial a los documentos oficiales que sirven de lineamientos a la formulación y 

ejecución de la política pública. Así como la revisión jurisprudencial de las Leyes Decretos y 

Normas que sirven como instrumento de lineamiento para la construcción de las políticas. En el 

mismo sentido se acudió al análisis de los indicadores de gestión para la gestión del riesgo, para 

evaluar las políticas de impacto y finalmente a postulados teóricos y epistemológicos por medio 

de libros, investigaciones y artículos indexados. 

 

Tipo de Estudio 

 

Esta investigación es de naturaleza cualitativa, por tanto, su principal característica es 

proporcionar una metodología que permite comprender el complejo mundo de la experiencia desde 

el punto de vista de la cotidianidad (Taylor & Bogdan, 1987).   A partir del desarrollo de la pregunta 

problema y objetivos de investigación, los cuales guían la exploración teórica del tema y un análisis 

contextualizado de la realidad. (Hernández-Sampieri, et al., 2014)  
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Recolección de Datos  

Considerando los objetivos específicos de este estudio, y basados en el ciclo de 

investigación, la  recolección fue definida en procura de lograr un análisis de la incidencia de la 

participación ciudadana en los proceso de formulación de planes de gestión del riesgo, para lo cual 

se recurrió al seguimiento de información de fuentes documentales, en el cual se hace uso de los 

documentos confiables existentes de carácter institucional como las políticas públicas y directrices 

institucionales, académicos como investigaciones y revistas indexadas; y científico como libros e 

informes de análisis institucional y de actores privados, adicional atiende a los documentos de 

recomendaciones macro generados por medio de organismos multilaterales, en procura de un 

desarrollo social sostenible a nivel global, regional y nacional, los cuales fueron analizados a partir 

de una matriz  

 

Alcance  

El alcance de este trabajo es de tipo descriptivo, busca analizar la relación existente entre 

los canales de participación con los que cuenta la ciudadanía, así como la normatividad establecida 

en cuanto a la participación ciudadana y su incidencia en la formulación de las políticas públicas 

de planes de gestión de riegos en Colombia.  

  

Investigaciones teóricas relacionadas. 

 

El estado del arte como herramienta de investigación cualitativo documental, permite 

realizar un ejercicio dialectico a partir de la síntesis de investigaciones realizadas sobre el 

fenómeno a estudiar (Gómez Vargas, et al., 2015), para lo cual se concretaron categorías de análisis 

que contribuyen al desarrollo del tema de interés de esta investigación y permitan caracterizar el 

papel que desempeña la participación ciudadana en la implementación de los planes de gestión del 

riesgo, en razón a ello,  se desarrolló un estado del arte conforme a las percepciones de Baeza 

Correa (2008), dónde más allá de recopilar y categorizar una información se realiza una lectura 

crítica de la misma, con el objetivo de darle un sentido investigativo. 

 

Es a partir de este precepto que se recopiló información sobre investigaciones a partir de 

tres ejes, un primer eje relacionado con la conceptualización sobre las políticas públicas y la 

participación ciudadana, un segundo eje investigativo orientado a la participación ciudadana en 

planes de gestión del riesgo y finalmente la participación en implementación de la política.  

 

Entre las investigaciones consultadas, se encuentra el texto participación ciudadana y 

políticas públicas de Villareal (2009), quien desde una perspectiva de la gobernanza, analiza el rol 

desempeñado por la participación ciudadana en la formulación de política pública, al igual que las 

restricciones y oportunidades que brinda la institucionalización, iniciando por una aproximación a 
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las diferentes formas de participación ciudadana en el espacio público, haciendo énfasis en la 

modalidad, ciudadana- institucionalizada, debido a su relación con las políticas públicas para dar 

formación a la autoridad legítima, lo cual permite reconocer la importancia de la participación, las 

formas e instrumentos utilizados y su institucionalización en los modelos democráticos como 

garantía de una intervención critica, vigilante y cooperadora por parte de los ciudadanos en la 

gestión pública.  

 

En esta misma línea, se encuentra el documento “Participación ciudadana en la gestión y 

en las políticas públicas” (Díaz, 2015) el cual examina las consecuencias técnicas de la 

participación de la ciudadanía, donde las vicisitudes  deben ser sopesadas en procura de diseñar de 

manera efectiva los mecanismos de participación dispuestos por los gobiernos  ,  este estudio 

permite identificar la participación ciudadana como recurso para mejorar el desempeño de los 

gobiernos, por medio del desarrollo de respuestas innovadoras y el diseño de sistemas de 

gobernanza que involucran la acción de diferentes actores en la consecución de políticas públicas, 

así mismo, muestra la necesidad de definir las opciones y agendas en un gobierno democrático, 

respondiendo a las necesidades e intereses de los ciudadanos. 

 

Ya en el segundo eje de investigaciones consultadas, se encuentra el trabajo de Calderón 

Ramírez y Frey (2017) “El ordenamiento territorial para la gestión del riesgo de desastres en 

Colombia”, donde se pretende evidenciar el marco institucional en el cual se especifican las 

competencias del Estado y los entes territoriales en los instrumentos de planificación para el 

desarrollo territorial, con un enfoque en la gestión del riesgo para cada nivel de gobierno, donde 

el análisis realizado a la LOOT como marco institucional para el desarrollo de la planificación de 

la gestión del riesgo en Colombia, permite una coordinación multinivel con la actuación y 

organización de la sociedad civil generando una gobernanza en el riesgo, activando su 

participación en la toma de decisiones. 

 

En este mismo sentido se encuentra la investigación de Vallejo (2009) llamada La gestión 

del riesgo en Colombia como herramienta de intervención pública (1982-2008). La cual hace un 

análisis del involucramiento de la gestión del riesgo en la agenda pública nacional, a través de la 

evolución de la normatividad y los mecanismos jurídico administrativos, partiendo desde las 

deficiencias en la implementación de las políticas de gestión del riesgo y la necesidad de articular 

los estudios de gestión del riesgo, las experiencias como insumo en la mejora de la política, 

determinando no solo la institucionalidad correspondiente, sino también las acciones 

materializadas por los actores sociales y su rol fundamental frente a al fenómeno del riesgo.  

 

En el texto, Comunicación y participación ciudadana en la prevención de riesgos (Treviño 

& Orozco, 2016), se permite realizar una Reflexión sobre la participación ciudadana en la cultura 

de la prevención de riesgos a través de las redes de información de la zona metropolitana de 

Tampico; además, de conocer el movimiento que se genera desde la ciudadanía. Lo anterior en 
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procura de estudiar la comunicación participativa en casos locales, que aportan conocimientos y 

técnicas en favor de decisiones y acciones colectivas. Esta investigación realizó un aporte referente 

a la importancia de la información existente sobre los problemas ambientales y el papel 

estructurante de estos para la toma de decisiones en espacios públicos y redes sociales ciudadanas. 

Por lo cual, permite mostrar la comunicación y la participación ciudadana como ejes 

fundamentales en la información, consulta, decisión y control de la gestión de políticas públicas 

en la gestión de riesgo.  

 

Finalmente dentro del ultimo eje temático de consulta de investigaciones, se encuentran 

aquellas relacionadas, con participación ciudadana y políticas ambientales, este grupo de 

investigaciones toma relevancia en el contexto del presente trabajo, dada de la importancia de la 

participación en este tipo de políticas, no solo desdele punto de vista informativo, sino de 

construcción conjunta de la planeación territorial, que implica la articulación de desarrollo, 

sostenibilidad, preservación y gobernabilidad. 

  

Es a partir de lo anterior, que desde Delgado, et al., (2007) propone una estrategia 

sustentada en la sostenibilidad ambiental a partir de la participación ciudadana, mediante enfoques 

transversales, orientados a atender la prevención de conflictos ecológicos y ambientales por medio 

de las experiencias poblacionales en los territorios, para ello incorpora a la investigación el 

concepto de gobernanza ambiental en las políticas gubernamentales enfocadas a la gestión de los 

servicios ecosistémicos. Los cuales, al no ser monopolio estatal, e involucrar diferentes actores, 

hacen que el proceso de toma de decisiones en materia ambiental sea descentralizado y 

participativo 

 

En este mismo sentido  la investigación denominada, Dos modalidades de participación 

ciudadana en política ambiental  examina las maneras en las que se presenta la participación, en el 

desarrollo de las políticas ambientales , y la manera como se articulan las sinergias y los grupos 

de interés en procura de un consenso, La formación de coaliciones ambientales y los procesos de 

construcción de consenso, representan un nuevo paradigma de sustentabilidad basado en la 

cooperación y la participación hacia un futuro común (Pacheco & Vega, 2001). Lo anterior, 

permite a la investigación entender la importancia del establecimiento de redes de ONG 

ambientales y procesos multi-participativos en el proceso de formulación, implementación y 

evolución de estrategias ambientales gestionadas desde el gobierno. 

 

Por su parte Ituarte y Pedregal (2002), en su investigación denominada Nuevos 

planteamientos científicos y participación ciudadana en la resolución de conflictos ambientales, 

Enfoca una nueva perspectiva la relación entre la naturaleza y la sociedad, a partir de los procesos 

de toma de decisión y la participación de agentes sociales en todas sus etapas. De este modo 

sostiene que, en condiciones específicas y coyunturales la racionalidad de los ciudadanos cambia. 

Donde más allá de atender demandas sociales con interese particulares, atiende a nuevos niveles 
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de discusión mediados por la formación y el capital cultural, lo que implica una necesidad 

epistemológica. (Ituarte & Pedregal, 2002), 

 

En conclusión, con ocasión de las investigaciones revisadas, es posible evidenciar un alto 

grado de incidencia de la sociedad civil como actor determinante en el proceso de toma de 

decisiones y diseño de estrategias en torno a los efectos ambientales a los que se enfrentan. Por 

ende, la ciudadanía a partir de su organización ha permitido una coordinación y cooperación con 

diferentes actores públicos y privados en los distintos niveles de gobierno, para establecer 

soluciones concretas a problemas complejos como los relacionados a los riesgos y desastres 

naturales. 

 

Del mismo modo, la participación ciudadana en la política pública, ha promovido la 

gobernanza del riesgo como mecanismo fundamental en la construcción de una gestión ambiental 

eficiente que responda a las necesidades e intereses de la población. Consecuentemente, Colombia 

en correspondencia a la implementación de este elemento en el país, establece un enfoque 

multiparticipativo y diferencial en la formulación del Plan Nacional de Gestión del riesgo, 

activando así, la intervención de la sociedad civil en la toma de decisiones. 

 

Posiciones alternas 

 

La creación e implementación de sistemas de prevención de riesgo, está asociada a la 

necesidad de mitigar el impacto social, económico y ambiental generado por las situaciones de 

desastre.  Desde esta perspectiva, en la experiencia acumulada de las naciones de América Latina, 

la implementación de sistemas de prevención de riesgo, ha apuntado al establecimiento de una 

cultura de prevención, a través de la generación de conjuntos de directrices cuyo eje es la 

protección de la vida de los ciudadanos; aunque cabe anotar que dichos sistemas hacen parte de un 

ejercicio transformación progresiva de los sistemas administrativos, es necesario reconocer que 

aún son proyectos en crecimiento, que deben hacer ajustes para frenar las altas tasas de 

vulnerabilidad.   

 

 

Colombia ha enfrentado desastres de diversos tipos a través de la historia, en cada una de 

esas experiencias la población se ha visto afectada, mayoritariamente en aspectos asociados a la 

situación económica. Un ejemplo de ello, se evidencia en el informe de CEPAL en 2011, en el que 

se analizan las implicaciones asociadas al fenómeno de La Niña 2010-2011 en el país; en dicho 

documento, se pone de manifiesto la complejidad de las condiciones de riesgo existentes en 

Colombia, al igual que los vacíos y deficiencias en las políticas de gestión de riesgos que se 

traducen en pérdidas económicas estimadas en $8,6 billones para ese caso específico. (Cepal, 

2011) 
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De ahí  el interés del  Estado Colombiano  por establecer una  política pública de gestión 

del riesgo, muestra de ello, es la creación por medio de la Ley Nº1523 del 2012 del Sistema 

Nacional de Gestión del riesgo de Desastre, en dicha ley,  destaca la importancia de la gestión de 

la gestión del riesgo, dado que es un elemento que constituyente una política de desarrollo 

indispensable para asegurar aspectos como la sostenibilidad, la seguridad territorial, los derechos 

e intereses colectivos, la mejora de la calidad de vida de poblaciones y comunidades en situación 

de riesgo, además de la planificación del desarrollo seguro con gestión ambiental territorial cuya 

ejecución y funcionamiento es transversal a todos los niveles de gobierno y precisa de la 

participación efectiva de la población.  

 

Desde la perspectiva institucional, se han generado reflexiones en torno a la importancia 

de la participación de la ciudadanía en la construcción y consolidación de diferentes políticas 

públicas, sin ser la excepción los sistemas de prevención de riesgos.  Pese a que, en la mayoría de 

los casos, la participación de la ciudadanía no se presenta de manera activa, y se reduce a la 

aportación de información, a partir de la cual se estructuran diagnósticos y se formulan planes de 

mitigación, razón por lo cual se ha visto la necesidad de establecer, en primer lugar, cuál es el 

grado de participación ciudadana en la implementación de los planes de gestión del riego y 

segundo como condiciona la normatividad existente al desarrollo de la participación. 

 

Puesto que, en varios casos la dinámica de participación ciudadana está contemplada desde 

ámbitos estrictamente normativos, en los que no se atienden las particularidades de los territorios 

y aspectos básicos de la coyuntura en medio de la cual estos se desarrollan, o los procesos para la 

formulación de planes de gestión del riesgo,  se hace menester adelantar una metodología integral 

que permita sistematizar la participación de la ciudadanía en los planes de gestión del riesgo, la 

injerencia de dicha participación en la toma de decisiones y las herramientas de seguimiento que 

garanticen una participación efectiva .  Otra característica de este enfoque normativo, es la ausencia 

de mecanismos y herramientas que permitan la medición y el análisis del grado e incidencia de la 

participación ciudadana, en los esquemas de prevención; esta situación se ha traducido en la 

generación de posiciones divergentes, que nacen de la construcción comunitaria, los grupos de 

interés o la oposición política.  

 

Es gracias a la participación que las comunidades y los sectores sociales influyen en los proyectos, 

programas y políticas que les afectan, involucrándose en la toma de decisiones y en la gestación 

de los recursos. Concibiendo dos formas de participación, por un lado, para la satisfacción de unos 

objetivos específicos, asociado a la idea del fortalecimiento democrático. Y por el toro 

proporcionando la oportunidad a los ciudadanos de incidir en decisiones colectivas, aumentando 

las capacidades colectivas y generando una mayor influencia sobre los recursos políticos.  

 

En palabras de Prieto (2009), la participación ciudadana puede presentarse en dos formas 

básicas: una participación administrativa, auspiciada por el poder público “desde arriba”, y una 
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participación autónoma, que surge de manera informal desde la misma ciudadanía “desde abajo” 

esto es, a partir de procesos de organización comunitaria (p. 16). 

 

Es precisamente desde las concepciones de participación desde abajo, donde los procesos 

de formulación de política pública y en especial a los planes de gestión del riesgo, se articulan a 

partir de diversas posiciones teóricas, como  la de Treviño y Orozco (2016), la cual  hace énfasis 

en la idea de que la comunicación participativa en casos locales, aporta conocimientos y técnicas 

en favor de decisiones y acciones colectivas; o como lo enuncia Díaz, (2015) la necesidad de 

involucrar a los ciudadanos en diversos momentos del proceso de formulación de las políticas 

públicas, generan que se institucionalicen los mecanismos de participación, los cuales no siempre 

se apegan al esquema racional y analítico que prescribe la perspectiva de políticas públicas.   

 

Un rasgo distintivo sobre la participación ciudadana, es su vínculo con las concepciones de 

poder, en Colombia la participación ha sido concebida como una estrategia instrumental pública y 

de legitimación del Estado y no como un proceso de aprendizaje social, en el cual la población se 

articule de manera consciente al desarrollo de políticas. Lo que ha llevado a la concepción de la 

ciudadanía a partir de la articulación de tres fuentes teóricas. En primer lugar, la concepción 

Estructural – Funcionalista, la cual determina la participación por su vínculo con la estructura 

normativa, tutelada por el Estado, apuntando al establecimiento de una democracia en términos 

liberales, en donde la generación de instituciones y organizaciones se convierte en la fuente central 

del debate. Una segunda concepción denominada Marxista- estructuralista, vinculada al control e 

el fortalecimiento de los derechos tutelada por el Estado, finalmente la perspectiva 

interinstitucional, donde el rol presentado por la participación pretende suplir los generar la 

privatización (dejan funcionar las leyes del mercado); y en lo político, promover la democracia 

participativa (que debe actuar dentro de los parámetros de las políticas globales de liberación). 

(Pressacco, 2000, p. 91). 

 

Así las cosas, estas posiciones en torno al ciudadano como miembro de una colectividad 

con una carga social específica, producto de su desarrollo en un contexto determinado, que lo 

vinculan a las necesidades existentes en el territorio, han generado una discusión sobre la 

incidencia de la participación de la ciudadanía en la formulación de políticas, las cuales no se 

pueden concebir desde la externalidad y sin atender a diversas variables que influyen en los 

procesos de formulación, como lo son, la vulnerabilidad, desigualdad, construcción social, y que 

en ultimas, determinan la planeación y el ordenamiento en los territorios. 

 

Conforme lo expresa (Canto Chac, 2008). Es recurrente encontrarse ante un problema de 

endogeneidad, ya que se dificulta exigir participación a las comunidades cuando las mismas no 

encuentran satisfechas sus necesidades básicas no tienen la formación idónea para ejercer una 

participación efectiva. El no concebir la desigualdad estructural de la sociedad colombiana; las 

carencias en el acceso informado a la información pública; la falta de nitidez histórica en los 
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objetivos políticos, en la concepción de la participación en política pública, implica que los niveles 

de participación sean deficientes y descontextualizados desde los mismos marcos normativos. 

 

 Es a partir de lo anterior, que las posturas desde abajo, exponen una noción de 

participación, de forma relacional del sujeto con su contexto y por lo tanto de poder, atendiendo a 

la propuesta de Sánchez, (1999), posiciones que asumen una relación asimétrica de poder, al ubicar 

el poder decisional o en el nivel de influencia que el individuo llegue a tener, lo cual respalda la 

representatividad o en los espacios dispuestos por la administración, lo que impone restricciones 

a la participación, en el marco de los escenarios mediante el control a determinadas acciones (p. 

137). 

 

De este modo el control realizado por parte de una sociedad sobre las acciones del Estado, 

se efectúa por medio de la evaluación de los impactos y las repercusiones que derivan de la 

implementación de políticas, en términos de Cunill Grau (2000), esta evaluación se hace por medio 

de mecanismos dispuesto por el mismo Estado para realizar dicha evaluación, veedurías 

ciudadanas, consejos comunitarios, lo que implica que dicha participación no pretende realizar una 

distribución del poder social, solo busca legitimar los poderes instituidos. No obstante, existe otro 

tipo de participación ciudadana de carácter político, que busca transformar las premisas y los 

valores con los cuales se desarrollan las políticas públicas, en procura de un refundar las razones 

de la formulación e implementación de determinada política.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, se puede establecer que existe una relación autopoiética 

entre la participación ciudadana desde la normatividad y los procesos de participación desde abajo, 

puesto que la evolución de las democracias modernas implica la necesidad de garantizar la 

participación como mecanismo de socialización de las decisiones estatales en distintos niveles, no 

obstante la organización comunitaria y participación ciudadana se gesta tanto dentro como fuera 

de la normatividad y las reclamaciones se dan desde distintos estamentos y posiciones. 

 

 

Perspectiva teórica 

 

Al analizar  el proceso de formulación de las políticas públicas por medio de la óptica del 

neo institucionalismo, se tiene como punto de inflexión las siguientes vertientes del mismo, el neo 

institucionalismo histórico, el cual realiza una análisis de la función de las instituciones en un 

determinado periodo de tiempo, el neo institucionalismo sociológico mediante el cual se abordan 

las dinámicas sociales derivadas de la participación ciudadana en la formulación de políticas, y 

finalmente el neo institucionalismo normativo para comprender la legislación formulada para la 

evaluación de políticas públicas. Se hace uso de textos de diversos actores especializados, así como 

entidades nacionales que conlleven a una visión ampliada desde la academia el tema de gestión 



LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA                                                                                       14 

 

 
 

del riesgo. Los autores básicos en el campo del neo institucionalismo y para la formulación de 

bases teóricas se remitirá a varios autores entre ellos a Andre Noel Roth, Alejo Vargas Velásquez, 

Frank Muller. 

 

1. Reflexiones teóricas frente a las políticas públicas y la importancia de la participación 

ciudadana. 

 

Las políticas públicas como la materialización de acción Estatal 

 

La reflexión sobre los postulados de la formulación, implementación y evaluación de 

políticas públicas en sí mismas no constituyen una base teórica para el desarrollo conceptual de la 

presente investigación; puesto que existe una combinación de factores, cómo la injerencia del 

Estado en el proceso de formulación de políticas, las diversas posiciones de actores de diferentes 

sectores y el surgimiento de un marco jurídico especifico, que dinamizan el cómo y el porqué de 

acción Estatal y su efectividad sobre las necesidades de la población. 

  

Es a partir de lo anterior, que se considera necesario iniciar un proceso de análisis de 

política pública, encontrar definiciones puntuales sobre las instituciones y sus funciones, a 

sabiendas que la  ley como eje articulador y mecanismo de legitimidad de una institución (Peters, 

2003); brinda los rasgos estructurales de una sociedad y su froma de gobierno, la cual puede 

materializarse por medio de diferentes instituciones que trascienden a los individuos y conjugan 

grupos de cierto nivel de vínculos que son predecibles según las relaciones puntuales existentes 

entre los actores. Así las cosas, se optan por las vertientes del neo institucionalismo, que consienten 

acercarse a la naturaleza del estudio de la política pública de gestión de riesgo a desastres 

  

El enfoque institucionalista (March & Olsen, 1989) del análisis y formulación de políticas 

públicas, estaba siendo relegado a partir de la perdida de importancia de las instituciones Estatales 

a la hora de la formulación de políticas, sobre todo en Colombia donde la falta credibilidad en el 

Estado y el deterioro de lo público ha llevado a que lo privado pase a ser prenda de garantía sobre 

el manejo de lo público, donde agentes externos a las instituciones estaban acaparando la 

formulación y el direccionamiento de políticas a partir de valores utilitarios y que atendían a las 

demandas de grupos o sectores específicos. 

 

Es así que surge un nuevo institucionalismo de corte normativo, refleja el papel central de 

las normas y los valores dentro de las organizaciones a la hora de articular las políticas, donde los 

actores políticos no son autores independientes, sino que están mediados por su relación con la 

institucionalidad, y es justamente a partir de esta relación entre los valores individuales e 

institucionales que se genera este intercambio que determina la naturaleza de las políticas. 
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Es bajo este escenario que la normatividad vigente articula la participación ciudadana al 

desarrollo de las políticas públicas, sin embargo, los enfoques teóricos aún ignoran las reflexiones 

y la articulación de intereses que se dan en otros espacios de participación, con demandas y 

posturas divergentes, por ende, la política debe construirse de manera estructural con procesos de 

planeación que involucren a las personas no de forma nominal e informativa si no de forma 

propositiva (Villareal 2009). 

 

La participación ciudadana en la influencia de las acciones del Estado. 

 

Las conceptualizaciones en torno al significado de la participación ciudadana, son tan 

variables y complejas como la misma sociedad, sí bien la participación ha estado ligada a las 

formas organizativas de la sociedad en general, un primer acercamiento al concepto moderno es 

derivado de revolución francesa, los derechos del hombre y del ciudadano, la consolidación del 

liberalismo como paradigma ideológico. Las transformaciones de la democracia representativa a 

la democracia participativa, a causa de las demandas civiles derivadas de distintos procesos 

sociales del siglo XX, como algunos de los elementos estructurantes a esta categoría tan amplia 

que ha llevado a la consolidación de la injerencia de los sujetos en la toma de decisiones y en la 

formulación de planes programas y proyectos que puedan afectar a una comunidad en específico. 

(Almagro Castro, 2016)     

 

De este modo se han establecido mecanismos internacionales que sirven como marco 

referente de la consagración de los derechos, que terminan vinculándose a la normatividad interna 

de los diferentes Estados, desde las posturas del Derecho Internacional que se hace referencia al 

derecho a participación de los ciudadanos en la construcción de lo político, tal como lo menciona 

la  Declaración Universal en los siguientes términos: "Toda persona tiene derecho a participar en 

el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos. Toda 

persona tiene el derecho de acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas de su país" 

(Declaración Universidad de los Derechos Humanos, 1948). En este mismo sentido, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagra el derecho a la participación en la 

orientación de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente 

elegidos; el ejercicio del sufragio de manera anónima que garantice la libre expresión de la 

voluntad de los electores y acceder a las condiciones generales de equidad a las funciones públicas 

de un territorio. La garantía del derecho a la participación cuenta con una alta importancia, que 

proporciona un puente para el desarrollo de los demás derechos. (Control Social a la Gestión 

Pública, 2018). 

 

En Colombia la Constitución Política, consagra en el artículo 1 y 2 que "Colombia es un 

Estado social de derecho... democrática, participativa y pluralista", que "son fines esenciales del 

Estado: …  facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 

económica, política, administrativa y cultural de la nación" y en el artículo 40 apunta que “todo 



LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA                                                                                       16 

 

 
 

ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político” 

(C.P., 1991, art. 40); para dar cumplimiento a ello se cuenta con una serie de mecanismos de 

participación ciudadana los cuales son las herramientas que permiten ejercer el derecho a participar 

en las decisiones colectivas, generando unos cambios dentro de los sistemas judicial, ejecutivo y 

legislativo; la Ley 1757 de 2015 enuncia que los mecanismos de participación ciudadana son: “la 

iniciativa popular y normativa ante las corporaciones públicas, el referendo, la consulta popular, 

la revocatoria del mandato, el plebiscito y el cabildo abierto” (Ley 1757, 2015, art. 1); cabe aclarar 

que los procesos participativos que contempla la formulación de documentos esenciales como el 

POT, los AVR – Amenazas, Vulnerabilidad, Riesgos- o los Planes de Manejo y ordenación de 

Cuencas – POMCA- han insertado con mayor énfasis  a los actores de riesgo y demás sociedad 

civil, sin embargo la dilatación que ejercen las entidades gubernamentales al expedir las versiones 

finales de los documentos supera los tiempos establecidos por la misma normatividad, lo que afecta 

directamente en los presupuestos de inversión como en el mismo ordenamiento del territorio. 

 

Ahora bien, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Política de Colombia, en su 

artículo 103 y teniendo en cuenta la Ley Nº 134 de 1994 los mecanismos de participación 

ciudadana cuentan con dos fuentes: de origen popular o de origen institucional. Entre los 

mecanismos de origen popular se encuentra: la iniciativa popular legislativa y normativa ante las 

corporaciones públicas, el cabildo abierto y la revocatoria del mandato; por otro lado, de origen en 

autoridad pública se ubica: el plebiscito; y pueden tener origen en autoridad pública o popular: el 

referendo y la consulta popular. 

 

Pero más allá de las percepciones normativas, se han formulado diversas posturas desde la 

academia en torno a la definición de la participación ciudadana, entendida como el procesos 

relacional de los grupos poblacionales encaminado en incidir en la formulación y toma de 

decisiones en una sociedad: a través de planteamiento de problemáticas, generación de fórmulas 

de solución, ejecución de actividades y control del proceso, buscando la articulación de los 

intereses colectivos queden determinados (Lilo & Rosello, 2004). O la sucesión de métodos para 

que los ciudadanos de forma individual o colectiva, se vinculen los procesos de toma de decisiones 

entorno a dinámicas que alteren las dimensiones políticas, económicas, sociales, culturales y 

ambientales que atañen a su contexto especifico; para poder contribuir a los procesos de desarrollo 

del ser humano y de las colectividades en las que éste interactúa (Holguín, 2013, p. 184).  

 

No obstante, la participación no se limita a un conceso de un grupo social en un escenario 

especifico, mediado o garantizado por un sistema normativo que lo legitima, la coyuntura actual 

del mundo ha generado que se abran una serie de paradigmas en torno a la participación, las cuales 

van más allá de las definiciones sobre consensos, espacios participativos, medios para 

participación, sino que se ha avanzado, conforme los cambios estructurales en las dinámicas 

sociales, donde la  participación  ciudadana  establece  una variable trascendental para garantizar 

el diálogo de la sociedad, en el marco de una democracia deliberativa. Ya que este aspecto implica 
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que los grupos vinculados consigan consensos sobre los temas de interés público, bajo la lógica de 

‘acuerdos racionalmente motivados’ (Habermas, 1998).  

 

La interacción social implica la generación de acuerdos concretos en asuntos específicos 

de amplio interés, para lo cual es necesario la existencia de una racionalidad que facilite la 

producción de cambios de información y discernimiento. Así, la comunicación entre los 

ciudadanos se erige como el eje de consolidación de la deliberación pública como una práctica 

política que lleve a los sistemas sociales comunicativos a una realización integrada y emancipadora 

(Garrido-Vergara, 2011). 

 

Si bien en Colombia existe una normatividad en cuanto a la participación ciudadana, la 

existencia de la misma por sí sola no refleja un adecuado grado de participación y no garantiza la 

efectividad de la misma, (BID, 2005) puesto que esto depende en su gran mayoría del contexto, 

los grupos de interés, las redes de información que se articulen en torno a un fenómeno en 

particular y al interés mediático relacionado con el fenómeno. 

 

 Esto se refleja en la formulación de planes de riesgo a desastres, pues no existe información 

homogénea de los diferentes procesos de participación en todos los municipios, tampoco existen 

herramientas institucionales que avalen el grado y la injerencia de la participación, y existe una 

tendencia  a mediatizar los procesos, en municipios donde se desarrollan proyectos económicos a 

gran escala, como explotaciones petroleras o mineras que puedan afectar el medio ambiente o sean 

propensos a desastres. 

 

Para el análisis de participación ciudadana en la formulación de políticas públicas se 

destacan posiciones como las de Hambleton y Hoggett (1994), quienes por medio de la escalera 

de participación de Arstein que clasifica no solo qué es la participación, sino que adapta 

mecanismos de participación de la época en diferentes escalas, fraccionadas en tres tramos, donde 

en el nivel más bajo de la participación nula (en donde se ubican, la información no fundamentada 

y la propaganda en masa etc.) para posteriormente pasar a la participación ciudadana (donde se 

encuentra información de calidad, la agrupación en comités de consulta y debate, y procesos de 

participación descentralizaos)  para llegar finalmente un nivel superior donde las comunidades 

cuentan con un nivel superior de autonomía y decisión. 

 

La participación en los niveles más bajos suele tener poca efectividad puesto que solo se 

presenta la información, el segundo nivel donde se hace ya la socialización de la información y 

aborda procesos de toma decisiones a partir de la consulta, mientras en los niveles superiores la 

participación requiere un empoderamiento porque en ellas se gestan espacios de formulación y 

control a las políticas. 
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Es justamente en este tercer nivel donde se articulan los grupos de interés más influyentes, 

en procura de visibilizar alguna postura para la construcción de políticas, si bien en la 

contemporaneidad se han presentado fenómenos de masificación y divulgación de la información, 

que pretenden expandir una idea o una necesidad, esta no es homogénea en todas las escalas de la 

sociedad dadas brechas en cuanto al acceso uso y apropiación de las tecnologías de la información, 

lo que genera que “las experiencias de democracia digital se enfrentan al hecho de que no todos, 

sino sólo algunos ciudadanos, utilizan las herramientas digitales con la destreza suficiente para 

participar políticamente” (Robles, 2008,  p. 8) 

 

Los procesos de participación en formulación de políticas públicas  en Colombia se 

articulan bajo dinámicas particulares, bien sea de carácter territorial o de influencia política, o 

conflicto armado, ya que los episodios de violencia se  han  caracterizado por  irrumpir los procesos 

de participación, lo que ha generado un aumento en los costos y ha imposibilitado el surgimiento 

de nuevos liderazgos (Velásquez & González, 2003), no obstante conforme a los adelantos en 

materia de paz y desarrollo territorial en el país, se ha avanzado hacia la construcción de una 

planeación participativa como el escenario para la construcción de consensos en procura del 

progreso a nivel regional a partir de acuerdos colectivos que atiendan a las particularidades de los 

territorios. Estos espacios de renovación democrática, implican la construcción de nuevos 

enfoques ciudadanos que contemplen la participación como un escenario de avance territorial. 

 

La institucionalización de la participación ciudadana cambió las lógicas de las relaciones 

políticas en los territorios, pese a que se registran diversos éxitos en torno a la injerencia de los 

ciudadanos en la conceptualización de asunto públicos, esta participación no ha generado los 

impactos esperados, al menos sobre la planeación y la ejecución de políticas. En su lugar se ha 

constituido como un mecanismo de control social donde se observan mejores resultados a los 

procesos de seguimiento a la contratación y ejecución del gasto. Lo cual ha contribuido de manera 

indirecta a la producción de resultados óptimos en cuanto a la gestión pública (Velásquez & 

González, 2003). 

 

Modelos Participación ciudadana en la política publica 

 

La incidencia de la participación ciudadana en los procesos de política pública, ha 

permitido el desarrollo de diferentes modelos en los cuales se evalúan los niveles de intervención 

de la población y las características de los mismos. A continuación, se presentan las propuestas de 

autores como Arnstein, Hambleton y Hogget, Barger y Specht, y finalmente, Shand y Arnberg. 

 

La participación ciudadana en el proceso de política pública según Arnstein (1969) es un 

término categórico del poder de la población; el cual, al ser redistribuido integra a las personas 

excluidas de los procesos económicos y políticos, de acuerdo con una serie de estrategias 

comunicativas y mecanismos de participación definidos en un marco normativo. Por lo cual, el 
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autor propone una tipología de la participación en ocho niveles, cada uno de ellos en 

correspondencia con la cantidad de poder de los ciudadanos en la determinación de la política 

pública. 

 

Figura No.1 Escalera de participación  

. 

Fuente: Gaber, J. (2019). Building “A Ladder of Citizen Participation”. Journal of the American Planning 

Association, 85(3), 188-201. https://doi.org/10.1080/01944363.2019.1612267 

 

De la figura anterior, es posible evidenciar que los niveles más bajos, corresponden a una 

manipulación de los mecanismos de participación. En cuanto al simbolismo, representado en los 

escalones de información y consulta, es evidente que existe una dinámica de escuchar y ser 

escuchado, sin embargo, no hay una carga significativa que promueva un cambio en el statu quo 

de las relaciones de autoridad. Finalmente, el grado de poder ciudadano constituido por la 

asociación, el poder delegado y el control ciudadano, significa un empoderamiento de la población 

materializado a través de la apropiación de iniciativas y políticas públicas, haciendo que la 

ciudadanía adquiera un rol importante en la toma de decisiones (Arnstein, 1969)  

 

Burns, Hambleton y Hogget (1994) desarrollan una nueva versión de la escalera de 

participación presentada por Arnstein introduciendo peldaños nuevos, que dan cuenta de nuevas 

formas de participación ciudadana. 
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Figura No. 2 

 Escalera de los niveles de participación  

 
Fuente: Guillen, A., Sáenz, K., Badii, M. H., & Castillo, J. (2009). Origen, espacio y niveles de participación 

ciudadana. Daena: International Journal of Good Conscience, 4(1), 179-193. 

 

Las primeras cuatro escalas, correspondientes a la no participación, constituyen procesos 

de información unidireccional en los cuales se pretenden establecer mecanismos de pseudo 

participación. En cuanto, a los procesos nombrados en los peldaños de participación ciudadana, 

existe una dinámica en la cual se proporciona información y se establecen pautas para la discusión 

y negociación de la actividad gubernamental. Finalmente, el control ciudadano radica en la 

máxima expresión de la autonomía, el control y el poder de decisión de la población, representado 

por las diversas formas de asociación existentes en la sociedad civil (Hambleton & Hogget, 1994 

citado en Guillen, et al., 2009).  

 

Sin embargo, autores como Brager y Specht (1973) proponen el continuum de la 

participación, compuesto por tres niveles: nulo, bajo y elevado, en los cuales se especifica el papel 

del Estado, los ciudadanos y su grado de intervención, en seis etapas: 
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Figura No. 3 

 Continuum de participación ciudadana  

 
Fuente: Rueda Rodríguez, B. (2012). La efectividad de la participación desde la experiencia de las instancias 

deliberativas locales en Bogotá. Revista de Relaciones Internacionales, Estrategia y Seguridad, 7(2), 131-155. 

https://doi.org/10.18359/ries.85 

 

La figura anterior, muestra la dinámica desarrollada en la cual a medida que aumenta la 

participación, aumenta la relación entre el Estado y la sociedad, esta puede ser nula o por el 

contrario logra un grado elevado, en el cual, se busca el control de las decisiones tomadas para la 

solución de conflictos a través de la cooperación y coordinación entre la organización y la 

comunidad. Finalmente, Shad y Arnberg (1996) realizan un continuum de la participación 

ciudadana en el que existen cinco niveles en los cuales se recorre la influencia de la sociedad en la 

gestión pública de la siguiente manera: 
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Figura No. 4  

Continuum de la participación ciudadana de Shand y Arnberg 

 
Fuente: Guillen, A., Sáenz, K., Badii, M. H., & Castillo, J. (2009). Origen, espacio y niveles de participación 

ciudadana. Daena: International Journal of Good Conscience, 4(1), 179-193. 

 

En este modelo, el nivel de información limita a la población a ser convocada únicamente 

por razones informativas; en cambio, en la consulta se busca promover un plan apoyado por la 

población para facilitar su aceptación y legitimación. Sin embargo, a partir de la coparticipación 

se permite la intervención de la ciudadanía para que su modificación se adapte a las necesidades 

sociales; la delegación por su parte, involucra a la comunidad en la toma de decisiones para el plan 

de acción en el marco de unos límites. Finalmente, el control involucra la acción de consulta de 

las autoridades a la comunidad para identificar un problema y que sea esta quien decida sobre su 

solución, teniendo un acompañamiento estatal (Shad & Arnberg, 1996).  

 

En el marco de la Ley Estatutaria 1757 de 2015, la ciudadanía en ejercicio de sus derechos 

tiene la facultad de participar en las en las fases de planeación, implementación, seguimiento y 

evaluación de la gestión pública y control político. Del mismo modo, se establece como deber de 

las autoridades públicas “garantizar la participación ciudadana en la planeación del desarrollo, en 

las políticas sociales, de convivencia ciudadana y reconciliación, y de inclusión de poblaciones 

tradicionalmente excluidas” (Ley 1757, 2015). 

 

El título VIII de la misma ley, instaura las alianzas para la prosperidad como instancias de 

diálogo entre la ciudadanía, los diferentes niveles de gobierno y los privados que desarrollen 

proyectos de impacto social y ambiental, con el objetivo de concertar y hacer seguimiento a los 

impactos que pueden provocar (Ley 1757, 2015). Por consiguiente, estos recursos definen los 

mecanismos de acción conjunta para el desarrollo social sostenible, los cuales son definidos de 

forma integral y en correspondencia con las características sociales, culturales y comunitarias de 

la población (Ley 1757, 2015). 
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En efecto, el Plan Nacional de Gestión del riesgo de Desastres 2015-2025 (UNGRD, 2017), 

en correspondencia con la Ley Estatutaria 1757 de 2015, integra la participación ciudadana como 

mecanismo fundamental para el fortalecimiento de la gobernanza enfocada al riesgo. Lo anterior, 

se ve materializado en la estrategia de sociedad informada y consiente en gestión del riesgo de 

desastres; la cual, establece el programa de participación ciudadana con enfoque diferencial.  

 

Sin embargo, en el PNGRD 2015-2025 no se evidencia un avance significativo en el 

proyecto denominado “Lineamientos para la incorporación del enfoque diferencial en la gestión 

del riesgo de desastres”, el cual, concierne al proceso de participación ciudadana en la gestión del 

riesgo. Es decir, la iniciativa aún se encuentra como actividad preliminar, limitando su acción al 

establecimiento de un documento base para la integración del enfoque diferencial, actividades de 

acercamiento con distintas entidades públicas y a procesos de formación dirigidos a comunidades 

(UNGRD, 2020).   

 

Con base en los planteamientos expuestos, es posible afirmar que, a pesar del 

establecimiento en la normatividad de la inclusión ciudadana en los procesos de política pública 

en materia de riesgos, se evidencia una dificultad en la participación para la formulación e 

implementación de la agenda. Lo anterior, obedece al carácter descentralizado en el planteamiento 

de los Planes de Gestión del riesgo de Desastres en los diferentes niveles territoriales, enunciados 

en la Ley 1523 del 2012 como herramienta clave en el ordenamiento y desarrollo local a través 

de procesos de conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y de manejo del desastre. 

 

Los Planes departamentales, distritales y municipales de gestión del riesgo elaborados por 

las autoridades públicas en coordinación con el Consejo correspondiente, consideran acciones 

específicas para garantizar el logro de objetivos dentro de cada unidad territorial (Ley 1523 de 

2012). Por ende, los PGRD constituyen un instrumento dinámico para ordenar las prioridades 

concretas, relacionadas a las condiciones de riesgo de desastres particulares para cada 

circunspección (UNGRD, 2015a). 

 

Por consiguiente, existe un alto grado diferencial sobre los riesgos que asumen los 

territorios, los cuales, se encuentran determinados no solo por la ubicación geoespacial, sino 

también por las actividades económicas desarrolladas en la zona. Esto conlleva, a la fijación planes 

de acción con características específicas orientadas a la satisfacción de necesidades y el logro de 

objetivos referentes a la disminución y prevención del riesgo de desastres. 

 

A modo de cierre, es posible determinar que la autonomía ejercida por cada entidad 

territorial en el proceso de formulación del PGRD, conlleva a estrategias de participación 

ciudadana diferentes; lo cual, restringe la incorporación de una iniciativa de intervención de la 

sociedad civil en los PGRD desde el nivel nacional. Adicionalmente, en Colombia existe una 

barrera que limita el proceso participativo a la información sobre la implementación, necesidad y 
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objetivos del plan para la comunidad, dejando de lado una integración real de la población en la 

formulación, ejecución y seguimiento a la política pública sobre gestión de riesgo de desastres. 

 

 

2. La gestión del riesgo: análisis del contexto internacional y su injerencia en la agenda 

pública de los estados.  

 

La atención de riesgo a desastres, ha tomado una gran relevancia en la agenda pública 

internacional, desde estos organismos multilaterales, como Naciones Unidas, Organización de 

Estados Americanos, PNUD, Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional, se han estructurado 

una serie de propósitos o recomendaciones, que contribuyan a los diferentes países a diseñar e 

implementar políticas que garanticen el desarrollo integral de las sociedades, la protección de los 

derechos de los individuos y la disminución de las brechas existentes, es por medio de estas 

medidas que se articulan los pilares del desarrollo en los diferentes países, y las acciones mínimas 

a implementar para garantizar sociedades equitativas e igualitarias, esta serie de iniciativas de 

orden mundial, regional y local, acogidas por los Estados miembros, implican la articulación de 

un esfuerzo institucional por dar cumplimiento a los objetivos planteados. 

 

Es en este escenario que la atención de riesgos de desastres, se ha estructurado como un 

mecanismo de planeación territorial, que conlleve al desarrollo integral del territorio, 

contemplando la sostenibilidad ambiental y cultural de los territorios, el desarrollo económico 

sostenible y la participación ciudadana como elemento identitario del individuo con su entorno, de 

este modo, el pensar la sostenibilidad desde las particularidades territoriales, implica una reflexión 

en torno a los diversos procesos de industrialización de la contemporaneidad, las tendencias 

demográficas actuales y las necesidades estructurales de los contextos, por eso desde diversos 

organismos se hace seguimiento que atiendan a identificar falencias estructurales en la formulación 

del riesgo.  

 

Durante las dos últimas décadas, en diferentes países de Suramérica y el Caribe se han 

presentado índices deficientes en cuanto a la efectividad de la gestión del riesgo, como lo indica 

el informe internacional sobre desastres naturales Banco Mundial (2012). Es por esto que Cardona 

(2015), como lo es citado en Banco Interamericano de Desarrollo (BID, 2005), donde se consolidó 

el sistema de indicadores de los factores incidentes en el riesgo apoyado por el Banco 

Interamericano de Desarrollo y del Fondo Especial de Japón. 

 

De acuerdo al Banco Interamericano de Desarrollo (2005), el índice de gestión del riesgo 

IGR, como uno de los principales indicadores, permite conjugación de medidas para afrontar la 
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incidencia o posibilidad de riesgos, ante inminentes desastres naturales. EL IGR contempla 

factores determinantes como el seguimiento y monitoreo de los procesos de construcción de obras 

civiles, coordinación de operaciones de emergencia y el nivel de respuesta de los mecanismos de 

seguridad  

 

Este indicador da cuenta de los avances registrados en materia de prevención posterior a 

1980, donde los países incluidos en el informe muestran una baja efectividad respecto a los 

sistemas de prevención. Ninguno de los analizados obtuvo un nivel superior de 60% de efectividad 

en gestión de riesgos. Chile y Costa Rica se encuentran en lo más alto del listado, presentando 

resultados medios, lo que establece el punto medio en la escala de calificaciones establecida de 

“baja” a “optima” en esta escala la República Dominicana y Ecuador se encuentran en los niveles 

más bajos, mientras que Jamaica, México, Colombia, Perú, Guatemala, El Salvador y Argentina 

están agrupados entre medio. Por consiguiente, basados en el comunicado de prensa expedido, 

Banco Interamericano de Desarrollo (2005), se relata:  

 

El Índice de Déficit por Desastres (IDD) compara desde un punto de vista macroeconómico 

los riesgos que corren los países ante posibles desastres de distintas magnitudes y 

probabilidades contra su capacidad financiera para enfrentar tales catástrofes. Este índice 

expone las consecuencias presupuestarias de los desastres y pone de manifiesto la 

necesidad de considerar la garantía de bienes públicos y privados, la creación de reservas 

contra pérdidas, la contratación de créditos contingentes y la inversión en medidas de 

prevención y mitigación estructurales y no estructurales. (BID, 2015, p. 1). 

 

La planeación a nivel local y por comunidades, son herramientas importantes en los 

procesos de riesgos, dado a que los desastres naturales suelen concentrarse en una región 

determinada, por lo cual el riesgo se concentra en regiones específicas y atiende a coyunturas 

particulares. En razón a ello, es menester aprovechar las experiencias locales para la construcción 

eficiente de planes del riesgo, así como la toma de decisiones de medidas efectivas. A razón de lo 

anterior, es menester hacer uso del conocimiento local para lograr la eficiencia en la gestión del 

riesgo, y así poder ajustar las medidas, al contexto y las particularidades locales. (Bollin, 2003). 

 

Las autoridades encargadas de la administración y la protección a desastres, en la mayoría 

de los países en vías de desarrollo, se estructuran como organismos apéndices de estructuras 

centralistas, lo que implica que su accionar y su respuesta se ve en dificultades dado la falta de 

contextualización y entendimiento de la realidad territorial en especial de áreas rurales. En diversos 

escenarios, los sistemas estipulados para la detección de alertas tempranas no tienen repercusiones 

en la población o son descontextualizados. Lo que conlleva a que las estructuras de zonas en áreas 

de riesgo deben responsabilizarse de dirigir la preparación y protección de la población, al conocer 

la dinámica interna de la sociedad y descifrar con apoyo de científicos e investigadores los cambios 

sustanciales que pueden presentar los causales de los desastres.  
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Acorde a lo tratado, se logra establecer que desde las mismas comunidades se generan 

factores que aumentan los eventuales riesgos, (degradación del suelo como consecuencia de la 

deforestación, urbanizaciones en laderas peligrosas, etc.); para lo cual es necesario, la capacitación 

para la atención de los peligros y las medidas primarias para la mitigación. por ende, es necesario 

la acción integral en la atención y reducción del riesgo a partir de la capacitación integral a las 

comunidades, así la población amenazada, tiene la capacidad de apoyar en el mejoramiento de la 

sostenibilidad (Bollin, 2003, p. 13). 

 

Posteriormente se hace énfasis en la distribución equitativa de los recursos y conforme a 

las realidades particulares de los territorios, en procura del principio de subsidiaridad, que concede 

a unidades menores (locales o regionales) prioridad de acción frente a las unidades mayores 

nacionales, de este modo establece una serie de recomendaciones en procura del mejoramiento de 

la distribución de los recursos y el monitoreo efectivo de las acciones implementadas entre las que 

se encuentran:  

 

 

 Un sistema de gestión de riesgo descentralizado tiene que garantizar la complementariedad 

de las medidas de los diversos actores. A pesar de una cierta autonomía de los distintos 

involucrados, es indispensable la coordinación entre ellos para lograr un sistema eficaz y 

sostenible. (Jaramillo, 2010, p. 191) 

  

 No es suficiente transferir competencias de decisión a los actores locales. Estos requieren 

también recursos personales, técnicos y económicos para poder aplicarlas eficazmente. La 

capacitación y el acceso a medios económicos propios son, pues, componentes elementales 

de la descentralización. El proceso de transferencia de competencias debe estar concertado 

con la garantía de los recursos necesarios.  (DNP, 2016, p. 26) 

 

Al momento de delegarse competencias a los entes descentralizados, también se generan 

nuevos recursos y partidas presupuestales, por lo cual es importante proporcionar mecanismos que 

garanticen la correcta distribución de dichos recursos, en procura de aumentar la a transparencia 

para la implementación de acciones preventivas, así mismo se da la oportunidad de generar nuevos 

espacios de participación comunitaria para el seguimiento a los nuevos recursos. 

 

De igual manera, desde los organismos internacionales también se han formulado una serie 

de estudios y recomendaciones a nivel regional en torno a la participación ciudadana en la 

formulación de planes de gestión del riesgo, de acuerdo con la Dirección general protección civil 

y emergencias, realizó un análisis comparado sobre los mecanismos de participación ciudadana en 

la gestión  del riesgo en Iberoamérica donde se concluyó que el fortalecimiento de la legislación, 
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propende a un mejoramiento de la cultura de la prevención, así como a la superación de la brecha 

existente entre las políticas administrativas y la cotidianidad del ciudadano, favorecido la 

participación ciudadana la cual se convertirá en el eje del desarrollo de las políticas de prevención.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, se puede afirmar que la construcción normativa de la 

participación no fomentara estos procesos por sí misma, mas, sin embargo, es necesario 

implementar estrategias y metodologías hagan efectiva la participación contemplada en la norma. 

Para ello es necesario iniciar por la información preventiva a la población, donde las 

particularidades de cada uno de los eventuales riesgos sean tenidas en cuenta para el diseño e 

implementación de programas, seguimiento a los procesos de participación y evaluación continua 

de los programas instituidos  

 

Finalmente se concluye que, la importancia de la participación va más allá de ser un 

proceso informativo, y que de igual forma debe propender por el despertar de la conciencia y 

movilización social para el desarrollo de una gestión del riesgo integral entre la ciudadanía y la 

administración pública. La Investigación Acción Participativa, genera cambios en los imaginarios 

colectivos de las comunidades, se puede considerar como una metodología adecuada para incluir 

de manera efectiva a la población en la identificación y solución de los problemas colectivos que 

les afectan, de este modo se puede utilizar como un mecanismo idóneo para la evaluación de 

riesgos y posteriores medidas de contingencia.  

 

Desde otros niveles de intervención se encuentran las propuestas realizadas por los 

organismos internacionales como PNUD, organismo internacional que apoya la intervención de 

comunidades locales para el análisis de vulnerabilidad y capacidad que puedan tener para afrontar 

determinado riesgo, para lo cual se vale de metodologías que involucren a las comunidades 

afectadas desde sus capacidades de reacción. Esto por medio de un mecanismo dinámico de 

movilización social, que lleva al alcance de los cuatro requisitos básicos para que la participación 

comunitaria en la gestión de riesgo a desastres tenga éxito: “conocimiento común de las amenazas; 

percepción común de los riesgos; sentido común de la responsabilidad compartida; y medidas 

acordadas en común en función de las necesidades y capacidades” (PNUD, 2013, p. 1).  

 

Estos organismos internacionales han ahondado sobre las generalidades del manejo de la 

gestión del riesgo en América Latina, donde los estudios se han caracterizado por el análisis del 

vínculo existente entre las condiciones materiales de las poblaciones, el riesgo y la manera que los 

entes territoriales atienden a las demandas de las poblaciones, articulando la GDR de forma 

asimétrica y sujeta al contexto dado que carecen de autonomía y presupuesto para ejecutarlo de 

manera eficiente. Desde Watanabe (2015), se recomienda la necesidad de contemplar el 

reasentamiento como parte integral de la política de atención a desastres, la recuperación de los 

tejidos sociales económicos, culturales, ambientales y productivos deben ser contemplados desde 
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el momento ex ante, para no generar nuevos focos de riesgo en otros escenarios y una oportunidad 

para desarrollar residencia y apropiación territorial.  

 

Para lo anterior, establece la planeación territorial como herramienta clave para el 

desarrollo de la GRD, que permita la reducción del riesgo de desastres no solo desde lo material e 

infraestructura, sino desde la disminución en las vulnerabilidades sociales, económicas y 

ambientales, sumado al incremento de la capacidad de recuperación y el bienestar general de la 

población, por medio de una política sustentada en los derechos, permite que los Estados realicen 

mejoras en las políticas de reducción del riesgo de desastres, a nivel nacional y nivel local. La 

articulación del manejo de riesgos a los planes de desarrollo que permitan identificar y hacer 

seguimiento de los riesgos prioritarios, establecer puntos de inflexión, distribuir las 

responsabilidades a los diversos actores (públicos y privados) e identificar recursos técnicos y 

financieros necesarios para el desarrollo de estrategias de reducción del riesgo de desastres, y la 

incorporación del riesgo de desastres a las políticas de desarrollo (Cepal, 2011).  

 

 Por último, es importante reconocer el impacto de la planeación participativa, y su relación 

directa con el ordenamiento territorial entendido como proceso consensual de distintos actores, 

que intentan garantizar la supervivencia de una comunidad; por tal motivo se considera pertinente 

asociar mancomunadamente al gobierno y a la comunidad, como pilares del mecanismo de 

búsqueda para la reducción o mitigación del riesgo. 

 

Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 

 

El Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 es adoptado 

mediante la tercera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas celebrada en Sendai (Japón) el 

18 de marzo de 2015. Para su desarrollo se generaron diversas sesiones de consultas entre los 

actores interinstitucionales las cuales dan inicio en marzo de 2012 y con entes 

intergubernamentales que tuvieron lugar entre julio de 2014 y marzo de 2015, para lo cual se tuvo 

el apoyo de la Oficina de las Naciones Unidas para la Reducción del Riesgo de Desastres, a 

petición de la Asamblea General de las Naciones Unidas. (UNGRD, 2015). 

 

De acuerdo con la Oficina de las Naciones Unidas para Reducción de Riesgo de Desastres, 

el Marco Sendai 2015-2030, cuenta con 4 prioridades que deben ser adoptadas por cada región 

como medidas determinantes en todos los sectores, a nivel local, nacional y mundial. 

 

 Prioridad 1: Comprender el riesgo de desastres  

 Prioridad 2: Fortalecer la gobernanza del riesgo de desastres para gestionar dicho riesgo  

 Prioridad 3: Invertir en la reducción del riesgo de desastres para la resiliencia  
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 Prioridad 4: Aumentar la preparación para casos de desastre a fin de dar una respuesta 

eficaz y “reconstruir mejor” en los ámbitos de la recuperación, la rehabilitación y la 

reconstrucción  

 

Tabla No. 3 

Diagrama del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 

 

OBJETIVO 

El presente Marco se aplicará al riesgo de desastres de pequeña y gran escala, frecuentes 

y poco frecuentes, súbitos y de evolución lenta, naturales o causados por el hombre, así como a 

las amenazas y los riesgos ambientales, tecnológicos y biológicos conexos. Tiene por objeto 

orientar la gestión del riesgo de desastres en relación con amenazas múltiples en el desarrollo a 

todos los niveles, así como en todos los sectores y entre un sector y otro 

RESULTADO ESPERADO 

La reducción sustancial del riesgo de desastres y de las pérdidas ocasionadas por los 

desastres, tanto en vidas, medios de subsistencia y salud como en bienes económicos, físicos, 

sociales, culturales y ambientales de las personas, las empresas, las comunidades y los países  

METAS 

Prevenir la aparición de nuevos riesgos de desastres y reducir los existentes 

implementando medidas integradas e inclusivas de índole económica, estructural, jurídica, 

social, sanitaria, cultural, educativa, ambiental, tecnológica, política e institucional que 

prevengan y reduzcan la exposición a las amenazas y la vulnerabilidad a los desastres, aumenten 

la preparación para la respuesta y la recuperación, y de ese modo refuercen la resiliencia 

OBJETIVOS 

 Reducir considerablemente la mortalidad mundial causada por los desastres para 2030, 

y lograr reducir la tasa de mortalidad mundial por cada 100.000 personas en la década 

de 2020-2030 respecto del período 2005-2015 

 Reducir considerablemente el número de personas afectadas a nivel mundial para 2030, 

y lograr reducir el promedio mundial por cada 100.000 personas en la década 2020-2030 

respecto del período 2005-2015 

 Reducir las pérdidas económicas causadas directamente por los desastres en relación con 

el producto interno bruto (PIB) mundial para 2030 Reducir considerablemente los daños 

causados por los desastres en las infraestructuras vitales y la interrupción de los servicios 

básicos, como las instalaciones de salud y educativas, incluso desarrollando su 

resiliencia para 2030 Incrementar considerablemente el número de países que cuentan 

con estrategias de reducción del riesgo de desastres a nivel nacional y local para 2020  
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 Mejorar considerablemente la cooperación internacional para los países en desarrollo 

mediante un apoyo adecuado y sostenible que complemente las medidas adoptadas a 

nivel nacional para la aplicación del presente Marco para 2030. 

 Mejorar considerablemente la disponibilidad y el acceso de las personas a los sistemas 

de alerta temprana de peligros múltiples y a la información sobre el riesgo de desastres 

y las evaluaciones para el año 2030. 

Fuente: Elaboración propia, tomado del Diagrama del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 

2015-2025. Unidad Nacional de Gestión del riesgo de Desastres. [UNGRD]. (2017). Plan Nacional de Gestión del 

riesgo de Desastres 2015-2025. (Segundo informe de seguimiento 2017). UNGRD. 

 

De lo anterior, cabe destacar el enfoque del Marco Sendai y sus objetivos mundiales que 

apuntan a la reducción de los riesgos de desastres existentes y evitar que se presenten nuevos 

eventos potenciales. Es así, como se destacan unos principios rectores en donde la  responsabilidad 

principal de cada país gire en torno a la  prevención  y reducción de los riesgo de desastres, y de 

esta manera  alcanzar  una mejor comprensión de todas las variables más representativas como  la 

exposición, la vulnerabilidad y características de las amenazas , haciendo énfasis en una gestión 

del riesgo preventiva y no correctiva, soportada en  la participación ciudadana y la sinergia con los 

distintos actores , como las instituciones gubernamentales y demás partes interesadas. 

 

Por consiguiente, para el mejoramiento de la capacidad institucional en la gestión de 

atención del riesgo a desastres, va directamente vinculada con los procesos de socialización y 

seguimiento a los desastres presentados, para que se pueda comprender la magnitud y los impactos 

generados a nivel económico, social, sanitario, educativo, ambiental y en el patrimonio cultural, 

como corresponda, en el contexto de la información 

sobre la vulnerabilidad y el grado de exposición a amenazas referida a sucesos específicos. 

(UNGRD, 2015). 

 

Por último, es importante mencionar que, al fortalecer y ampliar  los conocimientos de los 

servidores públicos, las comunidades y los voluntarios, así como el sector privado, por medio del 

intercambio de experiencias, así como las lecciones aprendidas, políticas implementadas por 

medio de la capacitación y la educación sobre la reducción del riesgo de desastres, especialmente 

generando medidas para la capacitación y la educación de aprendizaje entre pares, lo cual conlleva 

a la formulación e implantación de políticas públicas eficientes y acordes  para los procesos de 

adopción de las políticas y medidas para la gestión del riesgo  a desastres. (UNGRD, 2015). 
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Origen del sistema de gestión del riesgo en Colombia, desde 1998-2018. 

 

En las últimas décadas, la planeación se convirtió en un determinante fundamental en el 

modelo y manejo de políticas socioeconómicas y la gestión pública en los diferentes gobiernos, al 

tanto de ser considerada en principio como “el procedimiento idóneo para construir una nueva 

estructuración de la comunidad humana” (Da Mattos, 1981) definida “como la actividad de pensar 

hacia el futuro trazando estrategias y directrices reales que permitan la consecución de un mejor 

desarrollo social, político, económico y administrativo en un determinado territorio o país”. 

(Solarte, 2006, p. 101). 

 

Tradicionalmente la planeación en Colombia, fue vista como la actividad tecnócrata del 

Estado enmarcada simplemente en la realización de algunos proyectos elaborados desde el centro 

y con una visión totalmente desconocedora de la realidad social. Sin embargo, la planeación hoy 

en día es una de las funciones más importantes de la administración, sin planeación no hay rumbo 

fijo, no hay organización, no hay política, no hay orden, etc., y por consiguiente no hay progreso, 

ni desarrollo. (…). 

 

Así mismo, es de vital importancia la planeación en un territorio, pues desde un punto de 

vista reflexivo, es necesario establecer metas para alcanzar un cambio o para dar a conocer a la 

población ciertas directrices y políticas, por la cuales la comunidad se informe, conozca los riesgos 

de cada territorio a partir de una geografía clara, del mismo modo incorporando en esos planes 

todas aquellas restricciones que se deben tener para que la población viva en mejores condiciones 

o acate de mejor manera las normas.  

 

Dando una mirada a la realidad vivida en Colombia y teniendo en cuenta la gestión del 

riesgo, los repetidos desastres y los resultados de varias investigaciones, según el Banco Mundial 

(2012) concluye en su estudio que el 86% de la población colombiana está expuesta a una amenaza 

sísmica alta y media, el 28% a un alto potencial de inundación y el 31% a una amenaza alta y 

media por movimientos en masa.  Así mismo el estudio resalta la condición predominantemente 

urbana que adquirió el país en un periodo de 100 años, pasando de 4,4 a 34,7 millones de habitantes 

sólo en los últimos 60 años, con un salto en la participación del 39% al 74% frente a la población 

total del país (Banco Mundial, 2012, pp. 13-14),  

 

Lo anterior implica un factor determinante en la vulnerabilidad, a partir de las condiciones 

de los territorios a nivel nacional y las fallas en los procesos de planificación, donde los niveles de  

ingreso, se convierten en una característica primordial en los procesos  de urbanización masiva 

junto a la incapacidad entes territoriales de generar procesos de desarrollo sostenible en las 

regiones, como se evidencia en las estrategias de atención  mitigación de eventuales riesgos 

(Rapalino & Jiménez, 2014). 
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Por dichas razones plasmadas anteriormente y sucesos como la avalancha de armero, uno 

de los desastres naturales con más incidencia en la historia reciente a nivel nacional, posterior al 

suceso, el Estado Colombiano mediante la ley 46 de 1988 crea el Sistema Nacional de Prevención 

y Atención de Desastres (SNPAD), reglamentado por el decreto 919 de 1989,  el cual unifica las 

políticas institucionalizadas enfocadas en la disminución de la vulnerabilidad, el análisis de 

amenazas y la capacidad de dar respuesta a la emergencias y a desastres, bajo la tutela de una 

normatividad que da cabida a la intervención (Rapalino & Jiménez, 2014).  

 

Ciertamente, la implementación de este sistema, generó un gran impacto en su 

funcionamiento, lo que ocasionó cambios estructurales que se desarrollaron con la nueva 

constitución política de 1991, por ende este sistema sufrió una serie de limitaciones en su 

funcionamiento, lo que condujo al Estado colombiano, a formular y diseñar una política pública 

de gestión del riesgo de desastres, que se adaptara a la realidad del país tanto a nivel de necesidades 

como de capacidades, para lo cual se expide la Ley 1523 de 2012  Política Pública de Gestión del 

riesgo de Desastres (GRD) y  establece el Sistema Nacional de Gestión del riesgo (SNGRD) 

(Rapalino & Jiménez, 2014).  

 

De acuerdo a lo anterior, mediante la Ley Nº1523 de 2012, se constituye la gestión del 

riesgo como una política fundamental para el mantenimiento de la sostenibilidad territorial, 

atendiendo a los intereses colectivos de las comunidades en riesgo, lo cual implica que esta política 

articulada con la gestión ambiental territorial sostenible, en todos los niveles de gobierno y la 

efectiva participación de la población. 

 

Es así, que, al analizar las políticas de desarrollo en Colombia, se observa una etapa crucial 

correspondiente al diseño del proceso de planeación de un gobierno, ya que al orientar su gestión 

le permite alcanzar sus objetivos, acción que involucra la compleja relación establecida entre el 

escenario de la política (administración de los asuntos públicos) y la acción pública. 

 

En la actualidad se puede ver que no existe una distinción suficientemente clara entre las 

políticas de desarrollo y políticas públicas. Una posible explicación de esta falta de claridad,  se 

encuentra en el diseño y la planeación eficaz, puesto que se pasó de un modelo de planeación 

arbitrario y centralizado a un modelo que se enmarcan dentro de procesos nuevos, donde ideas 

teóricas y metodológicas van de la mano, dando así apertura a procesos de planeación participativa 

en este modelo “el actor no es únicamente la institucionalidad, sino la inclusión de la voz de actores 

que impactan con su idoneidad  la construcción de la realidad del territorio y queda plasmada en 

los documentos que rigen la ordenación de cada uno de estos” (Lira & Rosello, 2004, p. 21). 

 

Con relación a lo antes mencionado, se inicia un proceso de articulación entre los diferentes 

entes que confluyen en los territorios, la alianza estratégica entre el sector privado, la sociedad 

civil y el gobierno,  juegan un papel destacado para la formulación de  políticas que conducen a 
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un cambio de paradigma y aprendizaje continuo, es ante los cambios y las nuevas dinámicas socio-

económicas, que se viene insertando herramientas de  planeación del desarrollo que permiten una 

construcción del equilibrio estatal, entre la eficiencia económica, la equidad social y la democracia 

política, las cuales van en concordancia con instrumentos de gestión, como la capacidad 

institucional, perspectiva de innovación e investigación, competitividad en procesos estratégicos 

y desarrollo sostenible.  

 

La transformación de la gestión pública continúa siendo el eje central del proceso del 

rediseño y fortalecimiento institucional de los países latinoamericanos, esta tendencia se ha 

plasmado con diversos esfuerzos, comenzando con el traslado de algunas actividades del nivel 

estatal a los sectores privados, hasta el aumento de la capacidad institucional, así como la 

importancia de generar mecanismos transparentes para el manejo de los recursos públicos de una 

forma más eficiente, con miras de construir relaciones de confianza con la ciudadanía y las 

organizaciones de la sociedad civil. 

 

En un contexto de gobernabilidad democrática, la forma de organización del poder implica 

el buen funcionamiento del Estado, que tiene entre tantas responsabilidades, el manejo del sistema 

electoral siendo este un elemento fundamental, sin reducirse a las elecciones exclusivamente. La 

democracia implica el ejercicio de una ciudadanía integral (PNUD, 2013).  

 

En este sentido, uno de los fines centrales para contribuir al pleno ejercicio de la 

democracia con una participación activa de la ciudadanía, se fundamenta a través del 

fortalecimiento de instituciones democráticas a nivel nacional y local, de modo que sea posible 

avanzar en el desarrollo humano y en consecuencia brindar soluciones a la pobreza, la desigualdad, 

la equidad y el cumplimiento de los Derechos Humanos. Dicho de otra manera, la nueva relación 

entre Estado, democracia, mercado y sociedad civil implica el logro de un equilibrio entre la 

aplicación de iniciativas de modernización del Estado y el mantenimiento de estas para evitar la 

desaparición de la iniciativa innovadora. De este modo, se puede ver el impacto de las Tecnologías 

de Información y Comunicaciones en los procesos de planeación y desarrollo, se puede asumir 

como un colaborador para la estructuración de un gobierno eficaz y propender por el desarrollo 

sostenible en los Estados, por lo cual es indispensable establecer aspectos indispensables asociados 

con las TIC y la gobernanza cono eje fundamental para la articulación de diversos actores de la 

sostenibilidad.  

 

Como resultado de la implementación de las políticas públicas, y de desarrollo, cabe 

resaltar los lazos entre la sociedad y el Estado, pues esto contribuye al desarrollo de la población 

destacando un camino de equidad y de participación ciudadana, lo que de cierta forma es 

fundamental para los planes de desarrollos, los cuales se diseñan acorde a las necesidades de la 

población, que además fortalecen las bases de la nación y buscan un crecimiento sostenible de la 

economía, erradicando la pobreza, desigualdad, etc. 
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Así las cosas, la formulación de políticas que atienden a procesos territoriales, deben 

sustentarse en la construcción colaborativa de las mismas, mediante la identificación de demandas 

a nivel transversal de los actores que confluyen en el territorio, además deben contemplar las 

condiciones socioeconómicas existentes y contar con proceso de seguimiento y control que 

garanticen la efectividad de la participación y no limitar su proceso al cumplimiento nominal de 

las ordenanzas legales. 

 

 

Una mirada desde la legislación relacionada con la gestión del riesgo en Colombia desde 

1998-2018. 

 

En muchas zonas de Latinoamérica y el caribe las poblaciones se encuentran asentadas en 

lugares de eventuales riesgos como lo son laderas inundables de ríos, formaciones montañosas 

inestables, áreas de terremoto y áreas susceptibles a tormentas tropicales o inundaciones, estos 

diferentes fenómenos que pueden llegar a afectar la estabilidad de las poblaciones, se presentan a 

raíz de la poca formulación territorial para los procesos de asentamiento poblacional A nivel 

nacional, existen factores de orden geológicos, geomorfológicos, hidrológicos y climáticos,  los 

cuales emanan fenómenos particulares como sequías, inundaciones, avenidas torrenciales y 

movimientos en masa, y demás, representando así una serie de potenciales amenazas para el 

desarrollo social y económico del país (Campos, et al., 2012). 

 

 

Por situaciones como las antes mencionadas, el Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo en sus cuadernillos de gestión del riesgo de desastres a nivel regional y local (2012) 

enunció una serie de validaciones hacia los diferentes estudios de reducción del riesgo de desastres 

en Latinoamérica, causados por: el incremento de fenómenos naturales y sus impactos negativos, 

caracterizados por pérdidas de vidas humanas y de animales y daños de infraestructura y de 

territorios casi irreparables para su uso a corto o mediano plazo; lo anterior, acompañado por el 

desmesurado y desordenado crecimiento poblacional indiferente a los graves usos que se le dan a 

los recursos naturales, generando inquietudes y propuestas de solución desde la institucionalidad 

nacional e internacional, tales como la inserción de la categoría reducción de los riesgos en los 

procesos de planeación y ordenamiento territorial, con el fin de dar un mayor peso a la prevención 

y a la mitigación de factores que fomentan el desastre. 

 

Para el país, las catástrofes y desastres vienen acompañadas por un gran apoyo mediático 

del colectivo social y todo el soporte estatal que financieramente tienen asignados, el cual en 

muchos casos no sobrepasa la etapa de asistencia al afectado, y como consecuencia de las grandes 

pérdidas sufridas los últimos 50 años, el Estado colombiano ha establecido políticas públicas que 
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permiten evaluar los procesos de gestión del riesgo a través de formulación de estrategias a corto 

y largo plazo, que tienen como objetivo prevenir y mitigar las afectaciones en la población, no 

dejando de lado el enfoque social y político (Campos, et al., 2012). 

 

 

Figura No 5 

 Desastres en Colombia: 1978-2018 

 
Fuente: Unidad Nacional de Gestión del riesgo de Desastres. [UNGRD] (2016). Plan Nacional de gestión del riesgo 

de desastres una estrategia de desarrollo 2015-2025. Arkimax Internacional Ltda. 

 

 

La primera actuación ejecutada por el gobierno colombiano ante la prevención y atención 

de desastres se produjo por exigencias del PNUD, posterior a la avalancha de Armero en 1985, en 

este año se creó el Sistema Nacional de Prevención y Atención de Desastres – SNPAD y durante 

los primeros trece años se dio inicio a la gestión y organización interinstitucional (Ley 46 de 1988 

– Decreto Ley 919 de 1989) para definir directrices claras, y responsables específicos para cada 

situación presentada; para el año de 1998 el gobierno colombiano expidió el Plan Nacional para la 

Prevención y Atención de Desastres – PNPAD.  Este documento supuso un cambio en la 

concepción del riesgo por parte del Estado Colombiano, en primer lugar, más allá de las 

categorizaciones de las entidades públicas, involucró las entidades privadas en la planeación de la 

gestión del riesgo desde un enfoque preventivo, así como la maximización de recursos existentes. 

Este documento fue apoyado por el CONPES 3146 de 2001 que impulsó el conocimiento en las 

entidades descentralizadas acerca de los riesgos y desastres; es así como la implementación de este 
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plan, brindó fortalecimiento al Sistema Nacional de Prevención de Riesgo, permitiendo desarrollar 

mejores programas de educación y promoción referente al tema. 

 

De lo anterior se puede inferir que, los procesos de gestión del riesgo fueron asumidos 

como un tema de importancia en la agenda pública, adicional de generar todo un sistema para la 

atención del riesgo, se evidencia un principio de descentralización administrativa, donde se le 

otorgan facultades especificas a los niveles municipal y departamental para la atención de los 

riesgos, así como la destinación específica de recursos tanto de orden nacional con territorial.  

 

No obstante los procesos de descentralización administrativa derivados de la constituyente 

de 1991, no es hasta la formulación del Decreto 93 de 1998, que la legislación colombiana formuló 

un cambio significativo en la estructura para el manejo de riesgo a nivel nacional, pues este plan 

además de implementar nuevas acciones administrativas y responsabilidades específicas de las 

instituciones nacionales y territoriales, comprende la recuperación de las zonas afectada como 

elemento trascendental en la formulación del riesgo, adicionalmente este decreto supuso, el 

desarrollo del  Programas para la socialización de la prevención y la mitigación de desastre, el cual 

el cual contempla la capacitación para la socialización del riesgo, mediante campañas publico 

privadas que abarquen diferentes grupos poblacionales y el concepto de prevención como un eje 

en los procesos de formación.  

 

Finalmente, este decreto, propendió por el desarrollo de un sistema de seguimiento y 

evaluación a la implementación plan nacional del riesgo anualmente, no obstante, no específica 

competencias y metodología para desarrollarlo, así las cosas, es un esfuerzo por especificar las 

competencias de los entes y por demarcar la importancia de la socialización y la construcción 

conjunta en la identificación formulación mas no en el seguimiento.  

 

Ya en la segunda década del siglo XX. por medio de la Ley 1523 de 2012, el estado 

Colombiano, adopta nuevas medidas técnico administrativas para el manejo del riesgo a nivel 

nacional, en la cual se adoptó la política de gestión del riesgo y se crea el sistema Nacional del 

riesgo a desastres, el cual es concebido como un ejercicio social de formulación ejecución y 

seguimiento a una serie de políticas, y este se convierte como el principal hito de este nuevo 

sistema el cual se desarrolla en la articulación de políticas a nivel nacional y territorial, desde 

actores publico privados y comunitarios, este enfoque transversal para la gestión del riesgo, supuso 

la corresponsabilidad no solo desde lo administrativo, sino desde lo informativo y lo participativo. 

 

Esta serie de disposiciones más allá de dar un lineamiento de las funciones de los 

organismos, establece un marco lógico para la toma de decisiones ante calamidades derivadas de 

riesgos y desastres naturales, por medio de definiciones concisas de las variables relevantes en el 

manejo de riesgos, así como el establecimiento de principios orientadores para la función pública. 
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La estructuración del sistema nacional de riesgo y, así como la especificación de funciones la 

generación de redes está enfocada en la integración nacional para la atención a emergencias. 

 

Enfatizando lo dicho anteriormente, la gestión del riesgo está conformada por una serie de 

normas y directrices que coordinan las relaciones entre las entidades públicas, privadas y de la 

sociedad civil, por ende se resalta que el estado Colombiano parte de la misión de asegurar la 

construcción de nación por medio de la elaboración de instrumentos por medio de esquemas 

organizacionales en ámbitos sectoriales y territoriales, de tal manera que se conozca de forma 

detallada la geografía del territorio y así mismo plasmarlos en planes de ordenamiento territorial. 

 

Es importante resaltar que, los planes de ordenamiento territorial son imprescindibles  en 

los procesos de riesgo, porque allí se plasman cuáles son las medidas de mitigación ambiental 

referente a todos los recursos, tales como (hídricos, viales, ambientales, etc. ); incorporando a su 

vez las normas nacionales ambientales, por ejemplo las rondas hídricas,  cotas de construcción que 

deben tener los cerros, y es aquí donde en muchas ocasiones se presentan desastres, así como 

deslizamientos en los cerros, eventualidades que suceden porque en algunos casos no se obedecen 

las medidas de mitigación que están establecidas en los planes de ordenamiento territorial.  

Paralelamente, el plan de ordenamiento territorial (POT), no solamente establece cuales van a ser 

los procesos de desarrollo urbanísticos en la ciudad, donde es la tendencia del crecimiento, o cuales 

son las zonas establecidas para planes parciales, es decir que son instrumentos de desarrollo urbano 

específico; en este plan se detallan las medidas de mitigación que en el proceso de los tres años 

del periodo se deben ir cumpliendo de manera planificada para evitar las catástrofes naturales que 

se presentan en los distintos territorios. 

 

Anexo a esto, es preciso mencionar que, estas catástrofes naturales se presentan porque la 

ciudadanía no tiene conocimiento de la normatividad relacionada con los procesos de gestión del 

riesgo, así como las variables que influyen en esta gestión, lo cual se traduce en que cierta 

población no acate los márgenes de distancia para evitar riesgos, provocando desarrollos 

suburbanos que colapsan en el momento en que haya una emergencia, ya sea por lluvias, 

deslizamientos, desbordamientos. A causa de esto se presentan eventualidades que afectan a las 

personas que hacen parte de la ronda hídrica, es decir la población que construye en espacios cerca 

de ríos, playas, lagos u otras zonas de riesgo; y que en el momento en que se den fenómenos 

naturales, este crea una serie de desastre que perjudica a las personas que construyeron en zonas 

no permitidas y que son de alto riesgo.   

 

De lo anterior se puede evidenciar que, las instituciones, gobiernos y sociedad civil tienen 

grandes retos e inquietudes sobre la problemática de gestión del riesgo y desastres; por 

consiguiente, la importancia de diseñar e implementar en conjunto, mecanismos para reducir los 

escenarios probables de riesgos existentes en determinado territorio y que de la misma manera la 

población conozca las diversas herramientas que establece el gobierno para mitigar desastres y así 
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mismo estos se desarrollen mediante planes de desarrollo y  de ordenamiento territorial.  Es de esta 

manera como la gestión correctiva del riesgo hace referencia al “proceso cuyo objetivo es reducir 

el nivel de riesgo existente en la sociedad a través de acciones de mitigación, en el sentido de 

disminuir o reducir las condiciones de amenaza cuando sea posible y la vulnerabilidad de los 

elementos expuestos”. (Ley 1523, 2012, art. 4) 

 

Se puede evidenciar que la legislación colombiana para la atención del riesgo a desastres 

ha tenido una orientación delegativa de las funciones a realizar por los entes del orden nacional y 

territorial, su enfoque administrativo atiende a la burocratización del proceso de atención a 

desastres y lineamientos generales, más que el de evaluación y control. Si bien el carácter 

relacional, con el que se concibe el desarrollo de los planes de gestión del riesgo, hace partícipe de 

las entidades público y privadas del orden nacional y regional, el rol del ciudadano es variado, en 

un principio como consultor del as dinámicas territoriales, después como evaluador y categorizado 

de las problemáticas presentadas, y finalmente como veedor la legislación no genera mecanismos 

concretos para el desarrollo de esa participación. 

 

Política pública de gestión del riesgo en Colombia y su estructura institucional y 

normativa. 

 

La formulación de la Política pública  de gestión de riesgo a desastres, estuvo a cargo del 

Ministerio del Interior y de Justicia, quien se encargó del fortalecimiento de las políticas e 

instrumentos financieros del Sistema Nacional de Prevención y Atención de Desastres y la 

consolidación del proyecto de ley para la definición de la política de gestión de riesgos, que junto 

con la Unidad Nacional para la Gestión del riesgo de Desastres UNGRD, fueron conformadas 

mediante el Decreto 4147 de 2011, donde se indica el objeto, funciones y estructura, de la entidad.  

 

Para el caso de la política pública, los lineamientos se enfocaron en llevar a cabo el 

seguimiento a la discusión y conciliación de la Ley 1523 de 2012, por la cual se adopta la Política 

Nacional de Gestión del riesgo de Desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión del 

riesgo de Desastres, como el conjunto de entidades nacionales del orden público, privado y 

comunitario que, articuladas con las políticas, normas y recursos, tienen como objetivo llevar a 

cabo el proceso social de la gestión del riesgo, con el propósito de ofrecer protección a la 

población en todo el territorio nacional, en busca de mejorar la calidad de vida, la seguridad y el 

bienestar de todas las comunidades en Colombia (Ley 1523, 2012). 
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Figura No. 6 

 Estructura organizacional Sistema Nacional de Gestión del riesgo de Desastres 

 

 
Fuente: Unidad Nacional para la Gestión del riesgo de Desastres [UNGRD] (2015a). Estructura del Sistema 

Nacional de Gestión del riesgo de Desastres. Unidad Nacional para la Gestión de Riesgo de Desastres. 

http://portal.gestiondelriesgo.gov.co/Paginas/Estructura.aspx 

 

 

Según la Estructura del Sistema Nacional de Gestión del riesgo de Desastres (2015), En la 

actualidad Sistema Nacional de Gestión del riesgo de Desastres lo componen tres instancias de 

orientación y coordinación, las cuales están encargadas del mejoramiento del desempeño, la 

optimización de resultados, el seguimiento de las acciones ejecutadas por las entidades que 

conforman El sistema, las cuales se encuentran organizadas de la siguiente manera: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

http://portal.gestiondelriesgo.gov.co/Paginas/Estructura.aspx
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Tabla No. 2 

Instancias del Sistema Nacional de Gestión del riesgo de Desastres  

 

Consejo Nacional para la Gestión del riesgo 

Es la instancia superior encargada de orientar a todo el Sistema Nacional encabezado por 

el Presidente de la República, y a su seguir, los ministros, el Departamento Nacional de Planeación 

y el Director de la Unidad Nacional para la Gestión del riesgo de Desastres (UNGRD). 

Unidad Nacional para la Gestión del riesgo de Desastres 

Es la entidad que se encarga de la coordinación de todo el Sistema Nacional y que dirige 

la implementación de la Gestión del riesgo, atendiendo las políticas y el cumplimiento de la 

normatividad interna, además de las funciones establecidas en el Decreto – Ley 4147 de 2011. 

Comité Nacional para el Conocimiento del Riesgo 

Son los encargados de asesorar y planificar la implementación permanente del proceso de 

conocimiento del riesgo y está encabezado por el Director de la UNGRD, seguido por los directores 

del Departamento Nacional de Planeación, Departamento Nacional de Estadística, Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi, Instituto Colombiano de Geología y Minería, el Ideam, la Dirección 

General Marítima, la Asociación de Corporaciones Autónomas Regionales, la Federación Nacional 

de Departamentos y la Federación Colombiana de Municipios. 

Comité Nacional para la Reducción del Riesgo 

Asesoran y planifican la implementación del proceso de reducción del riesgo de desastres. 

Se encuentra integrado por el Director de la UNGRD, quien lo preside; y los directores del 

Departamento Nacional de Planeación, el Consejo Colombiano de Seguridad, la Asociación de 

Corporaciones Autónomas, el Presidente de la Federación Colombiana de Municipios, la 

Federación de Aseguradores Colombianos y los representantes de universidades públicas y 

privadas que en sus programas tengan manejo, administración y gestión del riesgo. 

Comité Nacional para el Manejo de Desastres 

Encargado de asesorar y planificar la implementación del proceso de manejo de desastres. Este 

comité está encabezado por el Director de la UNGRD, el director del Departamento Nacional de 

Planeación y los comandantes o directores del Ejercito Nacional, la Armada Nacional, la Fuerza  

Aérea Colombiana, la Policía Nacional, la Defensa Civil, la Cruz Roja Colombiana y la Junta 

Nacional de Bomberos. 

Consejos Departamentales, distritales y municipales para la Gestión del riesgo 

Son las instancias de coordinación, asesoría, planeación y seguimiento quienes deben 

garantizar la efectividad y articulación de los procesos de la Gestión del riesgo en la entidad 

territorial que a cada uno le corresponde. 

Fuente: Unidad Nacional para la Gestión del riesgo de Desastres [UNGRD] (2015a). Estructura del Sistema 

Nacional de Gestión del riesgo de Desastres. Unidad Nacional para la Gestión de Riesgo de Desastres. 

http://portal.gestiondelriesgo.gov.co/Paginas/Estructura.aspx 

http://portal.gestiondelriesgo.gov.co/Paginas/Estructura.aspx
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De este modo se puede establecer que la estructura del sistema nacional de gestión del 

riesgo a desastres, emplea un modelo jerárquico y dialectico, que articula diferentes estamentos, 

que pretenden estructurar y dar lineamientos para la atención del riesgo desde la construcción 

dialógica de las condiciones, sociales, económicas, administrativas e institucionales en los 

territorios.   

 

En la política pública la concepción de riesgo a desastres, se ha debatido entre enfoques 

sociales y naturales, asumido en generalidades durante el siglo XX como la probabilidad de la 

ocurrencia de un evento físico dañino poniendo énfasis en la amenaza o el evento físico detonador 

del desastre (Narváez, et al., 2009), no obstante, el reconocimiento de sus impactos y afectaciones 

en las estructuras económicas, sociales culturales de determinado territorio están ligadas a las 

ciencias sociales. 

 

En Colombia las acción estatal para la mitigación del riesgo está asociada a la ocurrencia 

de desastres naturales, pero no es hasta el año 2012 y en parte gracias al informe del Banco Mundial 

Análisis de la gestión del riesgo de desastres en Colombia, que se articulan esfuerzos para generar 

una estructura institucional y un marco normativo (Ley 1523 de 2012) que oriente el desarrollo de 

la política pública en atención a desastres, donde se da un viraje a la concepción asistencialista 

hasta aquí dominante en la elaboración de política pública, a un enfoque prospectivo en procura 

de la mitigación de amenazas, reducción de los eventuales riesgos y la reducción de la 

vulnerabilidad social e institucional en el territorio (Rapalino & Jiménez, 2014). 

 

Esta política encaminada en la planificación del desarrollo seguro y sostenible, la seguridad 

territorial, los derechos e intereses colectivos, y el mejoramiento de la calidad de vida de las 

poblaciones y las comunidades en riesgo (Ley 1523, 2012) establece el conocimiento 

multidisciplinar como el eje para la reducción de los escenarios de riesgo, y ahonda en la 

importancia de la articulación de actores público privados y comunitarios, generando escenarios 

de diálogo constantes. Sin embargo, en los primeros años de la implementación de la ley surgieron 

diversas críticas como lo evidencia Rapalino (2014) en su ponencia de la Procuraduría General de 

la Nación, en cuanto la no ejecución de cambios significativos, la brecha entre la ley y la capacidad 

de acción de los entes territoriales, la escasa formación ciudadana y la falta de seguimiento. 

 

En este sentido desde el Banco Mundial (2012) hace un reconocimiento a las falencias que 

presenta la estructura de la política pública de gestión del riesgo, donde se evidenció que se 

presentan dificultades para la articulación de avances conceptuales entre gestión del riesgo y 

desarrollo, por lo cual no se han materializado las política estatales en la materia, lo que dificulta 

su incorporación a la normatividad actual, fomentando el riesgo y dejando vacíos en la acción 

gubernamental, donde se caracteriza la falta de concreción de políticas  de manera transversal a 

partir de dos supuestos, por un lado, la falta de recursos en los entes descentralizados lo que implica 
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una evolución heterogénea de la atención del riesgo en algunos territorios y la tendencia a reactiva 

a la ocurrencia a desastres para la formulación de acciones para la  de gestión del riesgo. 

 

Una segunda gran falencia derivada del informe del Banco mundial es la falta de control y 

seguimiento a las políticas del riesgo y la falta de instrumentos de ordenamiento territorial, puesto 

el país no  ha pensado los flujos migratorios, las ocupaciones del territorio como factores  asociados 

al incremento del riesgo y que los municipios no tienen la capacidad institucional para atender 

estas problemáticas, de ahí la necesidad de concatenar los diversos avances encontrados, 

específicamente aquellos que se involucran con la gestión ambiental y territorial como los 

POMCA, los POT y los Planes de desarrollo a nivel municipal y departamental, así como los 

instrumentos de financiación  puesto los recursos se derivan de los ingresos corrientes (37%), 

seguidos por las transferencias del Sistema General de Participaciones (SGP) (21,1%) (Banco 

Mundial, 2012), y el resto son recursos privados, lo que implica que  la sostenibilidad de los planes 

en el mediano plazo se vea en riesgo y de ahí  la necesidad de despolitizar los instrumentos de 

planeación territorial.  

 

Siguiendo con el análisis de la política pública, la cual impulsa aspectos que antes no 

contaban en los procesos de planificación territoriales y que por consiguiente se visibilizaba 

generando repetidamente acciones de omisión como el desconocimiento de factores de 

vulnerabilidad no evidentes o no investigados y tópicos preventivos desconocidos; la política 

pública pretende una actuación activa en las regiones y para articularse al ordenamiento territorial. 

Así mismo, pretende impulsar los procesos sociales de la gestión del riesgo, mediante la 

ampliación y promoción de conocimientos acerca del riesgo y sus variables (análisis, evaluación, 

monitoreo, seguimiento y comunicación), que le permitan promover la mitigación y prevención 

del riesgo, a través de procesos de reducción donde se contempla la inherencia correctiva de riesgo, 

la intervención prospectiva de escenarios no definidos o nuevos y la protección financiera, no 

obstante la dificultad encontrada se relaciona con su proceso de implementación y seguimiento el 

cual no ha sido definido. 

  

La política pública de gestión del riesgo, ha facilitado el entendimiento e inserción gradual 

de las políticas de prevención en los territorios, esto por medio de la articulación a los planes de 

ordenamiento territorial, no obstante a pesar que el gobierno ha invertido recursos para su 

implementación, estrategias como: las alertas tempranas para avisar la presencia de fenómenos 

naturales a la población, las opciones de autogestión y apoyo estatal para mitigar la vulnerabilidad 

o la aplicabilidad de los planes de ordenamiento, aún siguen siendo factores relevantes que limitan 

la acción de  política pública; el propósito es enfrentar esta situaciones entre muchas otras y 

encaminar las acciones a partir de la importancia del colectivo social. 
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3. Consideraciones en torno a la participación ciudadana en los procesos de formulación 

de planes de gestión del riesgo de desastres en Colombia. 

 

Un factor relevante que incide, es la perdida de legitimidad de las instituciones a nivel 

nacional, la cual se ve reflejada en el escepticismo de la ciudadanía frente a las mismas, por lo cual 

cada vez más la construcción colectiva de imaginarios sociales y formas de participación se 

presentan desde espacios divergentes al institucional, generando una disyuntiva entre la 

participación que se presenta en las instancias normativas y las percepciones de las comunidades, 

ejemplo de esta problemática, se puede visibilizar mediante un análisis a la participación ciudadana 

a través de los planes de gestión del riesgo de los municipios de Mitú en Vaupés, Acandí en Chocó 

y Prado en Tolima, los cuales evidencian las concepciones de participación  y los mecanismos 

dispuestos  para las comunidades en tres diferentes escenarios. 

 

A continuación, en las tablas 5,6 y 7, se presenta de manera esquemática un análisis en 

donde se pretende revisar la concepción de la participación, así como los distintos actores que 

están involucrados y las instancias de participación contempladas en estos planes de gestión del 

riesgo: 

 

Tabla No. 5 

Análisis plan de gestión de riesgo Mitú- Vaupés  

Plan municipal para la gestión del riesgo desastres PMGRD Mitú - Vaupés 

Concepción de la 

participación:  

La participación como un proceso de la articulación de los intereses e 

imaginarios de las comunidades y autoridades presentes en el territorio, como 

fuente de información para la elaboración de estrategias para la mitigación del 

riesgo. 

 

El PMGRD del municipio atiende a la multiculturalidad existente como factor 

trascendental para la atención al riesgo 

 

La gestión social contemplada desde un proceso social y político  

 

 

Actores 

Involucrados 

Alcaldía Municipal, Secretaria de Gobierno, Secretaria planeación, Secretaria 

obras públicas, Cruz Roja, Corporación desarrollo Sostenible, Policía nacional, 

Bomberos, Defensa Civil, Corporaciones Regionales, Comunidades Indígenas 

Instancias de 

participación 

contempladas  

Se promueve el financiamiento de las acciones con la participación conjunta de 

entidades del nivel municipal, regional y nacional y empresas privadas 

 

Programa de Reducción del riesgo, para optimizar el desarrollo municipal, para 

lo cual se activa la participación de actores sectoriales, institucionales y 

comunidad en general para generar cultura de la prevención 
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Programa de Reducción del riesgo, para optimizar el desarrollo municipal 

después de un evento de incendio forestal.  

 

Creación de una Red de Vigías Rurales, de manera que se garanticen 

participantes de todas las comunidades rurales del Municipio de Mitú, y que 

estos cuenten con las herramientas técnicas y operativas mínimas para la 

eficiente y eficaz implementación. 

Observaciones Se formularán actividades de participación comunitaria, como mecanismo de 

conocimiento ancestral, formación y capacitación y socialización de planes y 

programas en gestión del riesgo 

 

Activar la participación comunitaria en los procesos, principalmente, de 

prevención, pero también de atención y recuperación / rehabilitación 

 

Fortalecimiento comunitario con la conformación de las redes de vigías rurales 

para la prevención de incendios forestales a nivel rural. 

Fuente: Elaboración propia  

 

Tabla No. 6 

Análisis plan de gestión de riesgo Prado-Tolima 

Plan municipal para la gestión del riesgo desastres PMGRD Prado- Tolima 

Concepción de la 

participación:  

Participación como medio consultivo para la caracterización del territorio e 

identificación de las actividades que puedan generar algún eventual riesgo. 

 

 

 

Actores 

Involucrados 

Alcalde Municipal, Secretaria de Planeación, Secretaria de Gobierno, Dirección 

de Proyectos Agropecuarios y Ambientales, Secretaria de desarrollo social, 

Empresas de servicios públicos Personería municipal, Bomberos, Defensa Civil: 

Policía Nacional, Centro Zonal ICBF Purificación, representantes sectores 

productivos 

Instancias de 

participación 

contempladas  

Se reduce a la socialización de las estrategias para la atención de los eventuales 

riesgos identificados en el territorio  

 

Programas de capacitación para el reconocimiento del riesgo en el territorio y 

estructura del sistema de alertas para mejorar el sistema de alertas de la 

comunidad 

 

Observaciones El programa se enfoca en la descripción de riesgos y en las actividades que se 

desarrollan en el municipio, atiende a las problemáticas asociadas a los desastres 

naturales, pero no especifica condiciones de verificación de la participación. 

Fuente: Elaboración propia  
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Tabla No. 7 

Análisis plan de gestión de riesgo Acandí- Choco 

Plan municipal para la gestión del riesgo desastres PMGRD Acandí – Choco 

 

Concepción de la 

participación:  

La participación y la construcción colectiva de medidas y seguimiento para 

enfrentar eventuales riesgos 

Actores 

Involucrados 

Alcaldía municipal, Secretaria de planeación, Secretaria de gobierno,  

Secretaria de Desarrollo Social, Secretaria de Infraestructura 

Secretaria de Salud, Gerencia E.S.P, Dirección E.S.E. Municipal:  

Director asistencia técnica agropecuaria, Personero municipal,  

Policía Nacional, rectores instituciones educativas, 

Rector institución educativa, presidente consejo comunitario, CLOPAD 

Instancias de 

participación 

contempladas  

Socializar los objetivos y las líneas de acción del PMGR 

Las comunidades como referente de información para la estructuración de 

programas de atención a desastres 

Las comunidades como veedores y generadores de alternas tempranas 

Observaciones No especifica ningún instrumento para la convocatoria de la comunidad para la 

participación, en el mismo sentido no contempla instrumentos de verificación, 

menciona la necesidad de crear  

programas, pero no especifica ninguna metodología.  

Fuente: Elaboración propia  

 

 

En Colombia hacer un análisis de la participación ciudadana en los planes de gestión del 

riesgo, implica hacer una reflexión desde dos vertientes, por un lado se encuentra una posición 

institucional, la cual aboga por directrices institucionales en procura de la consolidación de 

mecanismos garantes para la participación, y una segunda vertiente de índole académico y desde 

organizaciones civiles las cuales se centran en las dificultades presentadas en la praxis en las 

instancias de participación.  

 

Por un lado, se encuentran los estudios como el Plan Nacional de Gestión del riesgo a 

Desastres 2015-2025 el cual contempla la participación desde un punto de vista nominal y la 

enmarca de forma prospectiva donde refiere que es necesario crear estrategias de participación con 

enfoque diferencial dirigidas a fortalecer el conocimiento que tienen las poblaciones sobre los 

riesgos en su entorno, su reducción y la preparación de la respuesta ante eventuales emergencias 

y desastres. (UNGRD, 2016, p. 1). Este tipo de avances se enfocan más en temas de divulgación 

de las estrategias, por medios de información masivos, adicionalmente se contempla la gestión de 

riesgo a desastres como un pilar para la sostenibilidad del desarrollo económico del país, para lo 

cual requiere la articulación de diferentes organismos estatales.   
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En este mismo sentido se encuentran los estudios institucionales de seguimiento a las 

políticas como el del segundo Informe de Seguimiento (UNGRD 2017), donde se refiere que la 

UNGRD viene trabajando de manera conjunta con DIPECHO, en el fortalecimiento comunitario 

en Gestión del riesgo de Desastres. De igual forma se ha apoyado la formulación e implementación 

del proyecto gestionado por la FAO acerca del fortalecimiento de la capacidad de reacción local. 

En este sentido se destaca el seguimiento al proyecto de fortalecimiento de la educación en gestión 

del riesgo desarrollado por la Fundación Save The children en los departamentos de Cauca y 

Nariño, donde por medio del modelo Información, educación y comunicación (IEC) para conocer 

el riesgo y reducirlo” el  cual tiene como objetivo la generación de estrategias de comunicación, 

información y educación (IEC), la UNGRD se encuentra en la construcción de la Estrategia 

Nacional de comunicación del riesgo, la cual se estructura a partir de: 1) Diagnóstico de percepción 

del riesgo, 2) Elaboración de la estrategia y 3) Construcción de materiales edu-comunicativos. 

 

Esta serie de avances no son presentados en los diversos informes con cifras concretas 

nacionales en torno a la participación en los diferentes procesos de formulación de plan a nivel 

local y regional, no existe información consolidada de la participación por número de habitantes 

en cada municipio, así como una estrategia sectorial que contemple las falencias estructurales en 

la participación, y permita lineamientos base para el desarrollo a nivel local. 

 

En cuanto a la segunda vertiente, los estudios de organizaciones internacionales como el 

Banco Mundial, PNUD, ONGS, parten desde la concepción del ciudadano como individuo y su 

rol sobre la gestión del riesgo, a partir del uso y la apropiación de la tierra como factor dinamizante 

de las estrategias implementadas para la formulación políticas, y como la responsabilidad 

individual sobre el uso de la tierra puede recalar en un eventual riesgo. (Banco Mundial, 2012), de 

este modo el individuo se concibe como un actor dinamizante en la gestión del riesgo y, por lo 

tanto, trascendental en la evaluación de riesgos y planteamiento de iniciativas. 

 

A partir del estudio del Banco Mundial en 2012, se formuló una encuesta en la cual, el 18% 

de los habitantes del territorio nacional, no perciben ningún tipo de riesgo a desastres causados por 

fenómenos de origen natural, frente a un 82% que percibe alguna amenaza por un eventual riesgo. 

Adicionalmente el estudio demostró que solo el 62% estaría en la disposición de participar en 

discusiones en torno al establecimiento de estrategias para mitigar eventuales riesgos y desastres 

y solo un 35% manifiesta haber participado en algún proceso. Así las cosas este ejercicio 

investigativo, evidencia que la percepción del riesgo se encuentra vinculada a la exposición previas 

a eventos generadores de desastres, campañas de promoción de una cultura del riesgo y a la 

participación en actividades de prevención (Banco Mundial, 2012). 
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De esta forma se plantean una serie de recomendaciones en la tabla No. 6, para manejar la 

participación en la formulación de la gestión riesgo en las distintas regiones y que al suceder los 

impactos sean lo más cercano a lo definido desde la etapa de planificación y estudio.  

Tabla No. 8 

Recomendaciones para el mejoramiento de la formulación del riesgo a partir de la participación 

ciudadana 

 

 

Recomendación 

 

 

Prioridad 

 

Responsable 

Acciones públicas e institucionales enfocadas en el mejoramiento de la gestión del riesgo  

Convertir la gestión del riesgo en una política de estado y 

superar los desequilibrios existentes en el Sistema, a través 

del ajuste y la armonización del marco normativo e 

institucional. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ALTA 

-Unidad Nacional de 

Gestión del riesgo de 

Desastres 

-Departamento Nacional de 

Planeación 

-Ministerio de Vivienda 

Ciudad y Territorio 

-Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible  

-Corporación Autónoma 

Regional 

-Colciencias Ideam 

-Servicio Geológico 

Colombiano 

-Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi 

-Gobernaciones 

Aumentar la eficacia y la eficiencia de las inversiones en 

gestión del riesgo, mediante la planificación estratégica, la 

coordinación entre niveles territoriales y el seguimiento y 

control 

Fortalecer la capacidad local para la gestión territorial, con 

el fin de reducir la generación y acumulación del riesgo de 

desastres Reducir el riesgo de inundaciones y 

deslizamientos, por medio de la planeación, la inversión, el 

seguimiento y control, y la articulación de los diferentes 

agentes responsables de la administración de las cuencas 

hidrográficas 

Reducir la generación del riesgo y el impacto de los 

desastres, a través de las políticas y planes de acción 

sectoriales Acotar las responsabilidades públicas y 

privadas en gestión del riesgo y profundizar las políticas de 

reducción de la vulnerabilidad fiscal del estado ante 

desastres 

 

Fuente: Banco Mundial (2012). Análisis de la gestión del riesgo de desastres en Colombia: un aporte para la 

construcción de políticas públicas. Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, Banco Mundial Región de 

América Latina y El Caribe. 

 

 

 

 

 

 

 



LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA                                                                                       48 

 

 
 

Cambio de paradigma en la gestión de riesgo  

 

Durante la evolución del tiempo, y a causa de las diversas eventualidades vivenciadas, hoy 

se conoce la reducción del riesgo como un proceso y cambio de paradigma, por el cual el gobierno 

dicta y expone sistemas que ayuden a mitigar el riesgo, con el fin de garantizar calidad de vida, 

protección y seguridad a la población. Se puede relatar que anteriormente se tenía otra visión 

acerca del riesgo, se resaltaba un enfoque emergencia, dejando de lado las campañas de prevención 

y promoción a tiempos exactos , que permitieran que la población estuvieran informadas de las 

distintas amenazas; hoy se la gestión del riesgo hace parte los planes de desarrollo, que se adaptan 

a las necesidades de las personas y es de vital importancia construir planes de ordenamiento 

territorial, que vayan de la mano con el desarrollo sostenible, con el fin de brindar protección a la 

población de nuestro territorio, y que de esta manera se promueva la participación ciudadana en 

estos procesos.  

 

Como bien se relató en el artículo, la gestión del riesgo se vincula a un proceso social  

orientado a la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, 

programas, regulaciones, instrumentos, medidas y acciones continuas para el conocimiento y la 

reducción del riesgo y para el manejo de desastres, con el objetivo de fomentar la seguridad y la 

planeación estratégica en los territorios, el bienestar, la calidad de vida de las personas y al 

desarrollo sostenible. (Ley 1523, 2012) 

 

Por tal manera el gobierno colombiano, resalta la reducción del riesgo la cual está 

compuesta por la intervención correctiva del riesgo existente, la intervención prospectiva de nuevo 

riesgo, con el fin de apoyar, coordinar, promover la formulación de proyectos en donde se tengan 

en cuenta los procesos de riesgos y así mismo la población esté informada y participe activamente. 

  

Es necesario el rol activo de las comunidades, las cuales deben asumir los liderazgos y 

empoderamientos para fomentar la capacidad de encontrar soluciones, y medidas que contribuyan 

al mejoramiento de las medidas del riesgo. Por lo cual es necesario el establecimiento de una 

alianza técnica profesional-pobladores, con el objetivo de mejorar las condiciones de las 

comunidades y las estrategias establecidas para la atención de riesgos, mediante talleres de 

información, consulta, capacitación, y acciones de mitigación de daños, talleres en los que, 

además, se prioriza la problemática y se definen las alternativas de solución requeridas. De tal 

manera, la responsabilidad de la institucionalidad recae en el incentivar la formación a los 

conglomerados como Juntas de acción comunal, local, Asojuntas, ONG, sociedad civil y demás 

actores que tanto presten interés por ser parte de los procesos participativos en la construcción de 

documentación y estrategias territoriales como los POMCA (Planes de Ordenamiento y Manejo 

de una Cuenca), POT (Plan de ordenamiento territorial), las acciones previas a las determinaciones 

de asignación de actividades económicas en el uso del suelo y en ser parte activa de la entrega 
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oportuna de información a los delegados territoriales del Comité Nacional para el Conocimiento 

del Riesgo. 

 

Por último, se recomienda implementar estrategias tecnológicas sostenibles, como atributo 

primordial para afrontar nuevos retos en la planeación y gestión pública con enfoque al largo plazo, 

incluyendo herramientas innovadoras como las TIC y nociones de gobernanza que son de gran 

importancia para proporcionar la interacción de diversos actores y tecnologías en los procesos de 

planeación y desarrollo, así como implementar condiciones precisas para el atraer la inversión 

extranjera y el desarrollo sostenible, logrando de esta manera un crecimiento económico y 

desarrollo sostenible y por ende una región altamente competitiva. 

 

 Para finalizar, al generar un  análisis exploratorio documental de la construcción social del 

riesgo, contemplando a la vulnerabilidad como un factor existente y que favorece o no a la 

fragilidad de una población y territorio al momento de presentarse un evento de riesgo y amenaza, 

es la importancia tanto del interés de las partes de promover la participación ciudadana siendo 

coherentes con el Estado social de Derecho por el cual nos cobijamos, el de contemplar como una 

fuente de información valiosa la voz y entrega de datos de las comunidades, ya que son estos los 

principales actores de los territorios y quienes conocen los sucesos históricos y los posibles evento 

a ocurrir en las regiones.  

 

Es de resaltar que la gestión del riesgo, se fortalece en la medida que el estado represente 

una descentralización del mismo con una distribución administrativa y financiera vertical y 

horizontal de las responsabilidades que le atañen, es decir, el estado social de derecho que contiene 

inmersa la promoción de la gestión del riesgo debe impulsar de forma integral la aplicabilidad de 

las políticas públicas y sus procesos internos en el territorio nacional, reconociendo el ejercicio 

participativo no como una democratización del derecho de poseer voz y voto, sino como una 

verdadera acción colectiva de control y contribución en los procesos públicos, donde los entes 

centrales del gobierno ya sean nacionales o territoriales, den las directrices necesarias para 

levantar, recolectar, analizar, sintetizar y rendir cuentas a la población; de esta forma, el papel de 

la comunidad estaría compuesto por  actores reales que no solo demanden la satisfacción de sus 

necesidades básicas ante eventos de riesgo de desastres sino que sean parte de la prevención de los 

mismo ante el reconocimiento real de sus vulnerabilidades y fragilidades latentes.   

 

 

 

 

 

 

 

 



LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA                                                                                       50 

 

 
 

CONCLUSIONES 

 

La participación ciudadana se ha convertido en un eje trascendental en la configuración de 

las democracias contemporáneas, al punto que los diversos sistemas políticos se han visto en la 

necesidad de reformularse con el fin de promover, potenciar y mejorar las condiciones de dicha 

participación en los diferentes escenarios. Para lo cual se han diversificado las instancias con las 

que cuentan los ciudadanos, generando un cambio de paradigma de ciudadanías consultivas y 

electoras, hacia ciudadanías reflexivas críticas y deliberantes. 

 

Esto se ha visto reflejado en diversas esferas públicas de orden local, nacional e 

internacional, donde los espacios de participación ciudadana tienen una mayor injerencia desde 

diversos roles como veedores, decisores, evaluadores y formuladores de planes programas y 

proyectos. Lo que ha diversificado la discusión sobre lo público, con la participación de nuevos 

actores que aportan otras ópticas a las discusiones. 

 

Los planes de gestión del riesgo, como la acción estatal a nivel nacional para la 

implementación de medidas frente a eventuales desastres, también han incorporado las nuevas 

dinámicas de la participación ciudadana en su formulación, lo cual se ha visto reflejado en los 

cambios normativos existentes y en el involucramiento de nuevos actores desde otros espacios de 

deliberación y en las construcciones alternas de participación ciudadana diferentes a los 

contemplados en las normas. 

 

No obstante, los procesos de participación ciudadana en la formulación de planes de gestión 

del riego a nivel nacional presentan problemáticas a causa de diversos factores, en primer lugar, 

las limitaciones que suponen la normatividad existente, dado que la misma contempla la 

importancia y la obligatoriedad de la participación, mas no especifica las condiciones para la 

eficacia, ni los procesos de seguimiento y verificación. 

 

Una vez revisados los planes de gestión del riesgo de los tres municipios, los cuales cuentan 

cada uno con particularidades territoriales específicas como es la presencia de comunidades 

indígenas para el caso de Mitú, la existencia de riesgo de inundación constante en el municipio de 

prado a causa de la represa y el encontrarse en zona costera como es el caso del municipio de 

Acandí. 

 

Por consiguiente, se puede inferir que en todos los casos y conforme las directrices de la 

UNGRD, se contempla la necesidad de la participación en el procesos de la gestión del riesgo, no 

obstante el rol y la incidencia de la participación es difuso y no se especifica instancias ni los 

mecanismos para llevar a cabo una participación efectiva, un segundo aspecto a tener en cuenta es 

la visión que se tiene de lo territorial y de construcción de medidas, pues si bien en unos casos se 
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enfoca más a lo consultivo, en otros a lo deliberativo y otros a lo informativo, es menester 

establecer medidas para el seguimiento a  la participación, para poder sistematizar las experiencias 

que permitan reformular y ajustar los procesos. 

 

Con respecto a la evolución de la política pública en gestión del riesgo en Colombia, cabe 

destacar que, ha implicado una articulación interinstitucional en procura de establecer programas 

integrales que atiendan las necesidades reales de los territorios, no obstante se presentan 

dificultades entorno a la participación ciudadana, la distribución y destinación de recursos y las 

capacidades de gestión de entes descentralizados, la ambigüedad en las competencias regionales 

para la planeación y el ordenamiento territorial emergen como posibles factores del riesgo. 

 

Dado lo anterior, se puede establecer que los avances conceptuales sobre la relación entre 

gestión del riesgo y desarrollo no han podido ser llevados a nivel de políticas de Estado, ni han 

sido incorporados como parte integral de la gestión pública, contribuyendo así al crecimiento del 

riesgo, ante lo cual es menester implementar un programa de seguimiento a los planes de gestión 

del riesgo que permitan ver la efectividad y el grado de participación con el que cuentan los 

mismos, con el objetivo de sistematizar las experiencias y articular posibles directrices de cara al 

futuro, donde se articulen actores institucionales y privados así como las socializaciones y 

seguimiento ciudadano a los planes. 

 

 

En cuanto el alcance de la participación ciudadana en la formulación de planes de gestión 

del riesgo, se parte del bienestar general de la comunidad como principal función del Estado, lo 

que ha permitido la introducción de las políticas públicas como mecanismo de acción, decisión y 

elección de alternativas orientadas a resolver las necesidades de la población. Conforme a lo 

anterior, esta acción de Estado orientada por el gobierno, es reconocida como el resultado de la 

interacción de los diferentes actores involucrados en los asuntos públicos, entre los cuales la 

sociedad civil juega un papel fundamental en los flujos de decisión por medio de la participación 

ciudadana. 

 

Lilo y Rosello (2004) definen la participación ciudadana como la acción colectiva de las 

personas para influir e incidir en el proceso público de una sociedad: planteamiento de problemas, 

gestación de fórmulas de solución, ejecución de actividades y control del proceso, buscando que 

los intereses colectivos queden allí defendidos y valorados. A partir de esto, es posible no solo 

evidenciar la importancia de la intervención tanto individual como colectiva en los procesos de 

toma de decisiones; sino que además permite la construcción de una democracia deliberativa bajo 

acuerdos racionalmente motivados sobre temas de interés público (Habermas, 1998).   
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Teniendo en cuenta lo anterior, en Colombia la construcción de democracia desde la 

política pública se encuentra reglada por la Ley 1757 de 2015 donde se establecen los derechos y 

deberes de la ciudadanía en la formulación, implementación, evaluación y seguimiento de la 

gestión pública. En este sentido, cobra importancia la intervención social en los procesos de 

decisión, al ser la población el principal actor involucrado por su relación y vínculo con el 

territorio, por ende, con las problemáticas y necesidades que se presenten en el mismo. 

 

En el marco del desarrollo de la participación ciudadana, la política cambia su enfoque de 

hacer las cosas para los ciudadanos y se comienza a pensar como un medio para hacer las cosas 

con la ciudadanía  (Castillo Cubillos, 2017) Es así, como en el Plan Nacional de Gestión del riesgo 

de Desastres se introduce la participación ciudadana por medio de proyectos como “Lineamientos 

para la incorporación del enfoque diferencial en la gestión del riesgo de desastres” con el fin de 

generar una gobernanza del riesgo; sin embargo, este se aún se encuentra en una fase preliminar 

sin implementación. 

 

No obstante, y pese a los debates contemporáneos sobre participación ciudadana, sobre 

incidencia, alcance, legitimidad en la formulación de políticas públicas de gestión del riesgo, es 

menester aclarar, que si bien existe un marco normativo que regula y garantiza la participación a 

activa en las diferentes etapas de la política pública, esto no supone una participación efectiva por 

parte de la población, dado la heterogeneidad del desarrollo de los procesos de implementación a 

nivel nacional , la falta de seguimiento a participación y la no sistematización de experiencias. 

 

La Ley 1523 de 2012, otorgó un marco normativo específico el cual contempla  que las 

autoridades y entidades del Sistema Nacional de Gestión del riesgo de Desastres  deben reconocer, 

facilitar y promover la organización y participación de las comunidades y que es deber ciudadano 

la participación,  los informes de seguimiento como el del Banco Mundial y el IX informe de 

seguimiento al plan de gestión del riesgo, así como los informes de planeación nacional, la 

participación es un tema nominal y figurativo más que consultivo, es necesario ahondar y darle 

una estructura institucional a la participación, para que la misma no quede difusa en el proceso de 

formulación de los planes de gestión del riesgo. 

 

Haciendo énfasis en la implementación de una política pública y de desarrollo para la 

gestión del riesgo de desastres en Colombia es fundamental, y se ha sustentado en fortalecer los 

lazos entre sociedad mediante la participación ciudadana, lo cual se ha convertido un objetivo 

fundamental para los planes desarrollo y demás herramientas de planeación institucional, para lo 

cual se han establecido una serie de medios que garantizan la participación en los planes de gestión 

del riesgo. 
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Sin embargo y pese al establecimiento de una normatividad, los procesos de participación 

no son totalmente claros y no cuentan con las herramientas concisas que les permita una injerencia 

real en la formulación de los planes de gestión del riesgo, entre los numerosos retos, se encuentra 

la necesidad de implementar un programa integral sectorial desde la UNGRD, que contemple la 

participación en diferentes escenarios, conforme características propias de los municipios como 

región, desarrollo económico, productividad, conflicto armado, con el fin de sistematizar las 

experiencias y poder determinar política macro que faciliten la participación ciudadana. 

 

Los planes de gestión del riesgo como herramienta macro para la planeación de la acción 

pública suponen un accionar interinstitucional en procura de conservar el bienestar social y Estatal, 

por lo cual es necesario construirlos desde la cotidianidad y la realidad del contexto que les atañe, 

por lo cual no se puede limitar a procesos informativos y consultivos, sino que se tienen que 

elaborar de mano de la comunidad 

 

Por último,  una vez culminado el proceso de revisión documental que oriento la presente 

investigación, se puede establecer que hace falta una continuidad y acciones metodológicas para 

desarrollar los planes de gestión del riesgo a nivel territorial, pues si bien los documentos existentes 

atienden las recomendaciones básicas generadas por UNGRD contempladas en la normatividad 

vigente, dichas recomendaciones son superfluas y no establecen las acciones concretas para llevar 

acabo la participación de las comunidades en el proceso de formulación. 

 

En este mismo sentido, se observó que existe una desactualización de los planes de gestión 

del riesgo a nivel nacional en muchos municipios, donde los documentos existentes datan de hace 

más de diez años, lo que ha generado una que los conceptos de participación y lo cambios en las 

estructuras sociales y formas de organización ciudadana contemporánea no sé vean reflejados en 

los planes que se están implementando.  Por lo cual es necesario avanzar en estas dos direcciones, 

por una parte, en la construcción metodológica conjunta que atienda a las dinámicas de las 

sociedades actuales y garantice la efectividad de los procesos de participación, así como en el 

seguimiento a los mismos, con el objetivo de sistematizar las experiencias en otros territorios y 

fortalecer los ejercicios de participación. 
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Anexos 

Anexo 1. Matriz estado del Arte 

Identificación Objetivo Resumen 

El ordenamiento 

territorial 

para la gestión 

del riesgo de 

desastres 

en Colombia 

 

 

 

 

 

Calderón 

Ramírez, D. & 

Frey, K. 

Territorios. 

(2017). 

Evidenciar el marco 

institucional en el cual se 

especifican las competencias 

del Estado y los entes 

territoriales en los 

instrumentos de planificación 

para el desarrollo territorial, 

con un enfoque en la gestión 

del riesgo para cada nivel de 

gobierno. 

En Colombia la Ley Orgánica de 

Ordenamiento Territorial (LOOT) es una de 

las herramientas que permitió la 

restructuración del Sistema Nacional de 

Gestión del riesgo, generando que los entes 

territoriales pudieran organizarse en una 

gestión conjunta al nivel central, bajo los 

principios de descentralización, 

coordinación, complementariedad y 

concurrencia; esto con el objetivo de 

fomentar acciones estratégicas coordinadas 

hacia el conocimiento del riesgo, reducción 

del riesgo y manejo de la emergencia. De 

esta manera, la LOOT ha permitido mejorar 

las competencias de los entes territoriales 

para la gestión del riesgo de desastres, por 

medio del traspaso de mayor autonomía del 

nivel nacional hacia los departamentos y 

municipios, así como el fortalecimiento de 

asociaciones municipales como el caso del 

Área Metropolitana del Valle de Aburrá y su 

plan intermunicipal de gestión del riesgo —

Red Riesgos—. 

http://www.gisdevelopment.net/application/natural_hazards/earthquakes/ma0777pf.ht


LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA                                                                                       63 

 

 
 

Análisis 

 

 

 

El análisis realizado a la LOOT como marco institucional para el desarrollo 

de la planificación de la gestión del riesgo en Colombia, permite una 

coordinación multinivel con la actuación y organización de la sociedad civil 

generando una gobernanza en el riesgo, activando su participación en la toma 

de decisiones. 

 

 

Identificación Objetivo Resumen 

Nuevos 

planteamientos 

científicos 

y participación 

ciudadana en la 

resolución 

de conflictos 

ambientales 

 

 

 

Ituarte, L & 

Pedregal, B. 

Documents 

d'Anàlisi 

Geogràfica 

(2002).   

Enfocar con una nueva 

perspectiva la relación entre la 

naturaleza y la sociedad, a 

partir de los procesos de toma 

de decisión y la participación 

de agentes sociales en todas 

sus etapas. 

En el presente artículo se trasladan algunas 

ideas procedentes de los planteamientos de la 

«ciencia posnormal» de Funtowicz, 

O’Connor y Ravetz —en cierta medida 

coincidentes con los de la «teoría de la 

sociedad del riesgo» de Beck— al debate 

sobre la participación social en la definición 

y resolución de problemas ambientales. 

Como idea central se defiende que, en 

condiciones de complejidad, incertidumbre y 

dificultades de evaluación, delimitación, 

imputación y compensación, la participación 

del público en los procesos de decisión 

adquiere una nueva racionalidad. Ya no se 

trata sólo de satisfacer crecientes demandas 

sociales de protagonismo, potenciadas, entre 

otras causas, por mayores niveles de 

formación y conexión a redes de 

información. Se trata de una nueva necesidad 

que podríamos calificar de «epistemológica». 

Una opinión pública vigorosa constituye el 

mejor antídoto contra la incertidumbre. Los 

pasos colectivos podrán darse a ciegas, pero 

al menos serán fruto del acuerdo y el 

establecimiento racional de prioridades. 

Análisis 

 

 

 

Permite evidenciar los problemas ambientales como sistemas complejos, los 

cuales, al carecer de soluciones claras, requieren el apoyo de todos los actores 

implicados con la problemática; permitiendo, que a partir del proceso de toma 

de decisiones se obtenga resultado efectivo. 
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Identificación Objetivo Resumen 

Comunicación y 

participación 

ciudadana en la 

prevención de 

riesgos 

 

 

 

 

 

Treviño, F. y 

Orozco, A.M. 

Derecom (2016). 

Reflexionar sobre la 

participación ciudadana en la 

cultura de la prevención de 

riesgos a través de las redes de 

información de la zona 

metropolitana de Tampico; 

además, de conocer el 

movimiento que se genera 

desde la ciudadanía. 

En el presente trabajo se estudia la 

comunicación participativa en casos locales, 

que aportan conocimientos y técnicas en 

favor de decisiones y acciones colectivas, 

asumiendo estratégicamente el proceso 

articulador de intervención del comunicador, 

y de esta manera se identifica la capacidad de 

afrontar con resiliencia los fenómenos 

climáticos cada vez más atípicos, recurrentes 

y devastadores.  

Se estudia, además, la integración de los 

ciudadanos en diversos grupos sociales (a 

través de redes), con el fin de propiciar la 

participación que los lleve a tomar mejores 

decisiones ante eventos de riesgo y 

catástrofes medioambientales.  

Por ende, se reflexiona sobre la planificación 

a través de la intervención comunicativa, los 

procesos sociales vistos desde la 

comunicación corporativa y desde el derecho 

de las sociedades a tener información precisa 

para la toma de decisiones que les permitan 

tener mejores estilos de vida. 

 

Análisis 

 

 

 

Esta investigación realiza un aporte referente a la importancia de la 

información existente sobre los problemas generados por el cambio climático 

y el papel estructurante de esta para la toma de decisiones en espacios públicos 

y redes sociales ciudadanas. Por lo cual, permite mostrar la comunicación y la 

participación ciudadana como ejes fundamentales en la información, consulta, 

decisión y control de la gestión de políticas públicas en la gestión de riesgo.  

 

 

Identificación Objetivo Resumen 

La gestión del 

riesgo en 

Colombia como 

herramienta de 

intervención 

Analizar el rol del Estado 

colombiano al asumir el tema 

de la gestión del riesgo en la 

agenda pública, visualizando 

el proceso de evolución tanto 

En el presente estudio se busca analizar 

cómo el Estado colombiano ha asumido el 

tema de la gestión del riesgo en la agenda 

pública, visualizando el proceso de 

evolución del sistema institucional y de su 
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pública (1982-

2008) 

 

 

 

 

Vallejo, M. A. 

(2009). Facultad 

Latinoamericana 

de Ciencias 

Sociales. 

del sistema institucional 

encargado de afrontar la 

temática como de su marco 

regulatorio. 

marco regulatorio, partiendo del supuesto de 

que el Estado ha implantado una política 

pública que aún es deficiente, ya que no ha 

concebido la importancia de integrar y 

“transversalizar” en las diferentes carteras 

dicho tema, a ello se suma el 

desconocimiento de las dinámicas sociales, 

políticas, económicas y culturales que se 

tejen al interior de su territorio las cuales 

potencializan las situaciones de 

vulnerabilidad y riesgo en el país. 

Análisis 

 

 

 

El estudio realizado a partir de la evolución histórica de la gestión del riesgo 

en Colombia, determina, no solo la institucionalidad correspondiente, sino 

también las acciones materializadas por los actores sociales y su rol 

fundamental frente a este fenómeno. Del mismo modo, permite una 

aproximación al análisis de la política pública colombiana durante diferentes 

periodos, con importantes cambios en materia de gestión del riesgo. 

 

 

Identificación Objetivo Resumen 

Participación 

ciudadana en la 

gestión y en las 

políticas públicas 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Diaz, A. Gestión 

y Política Pública. 

(2015). 

Revisar las principales 

implicaciones técnicas y 

políticas que tiene la 

participación ciudadana, los 

dilemas que deben 

equilibrarse y se sistematizan 

cinco dimensiones cuyo 

entrecruzamiento da lugar a 

las opciones para diseñar 

la oferta que los gobiernos 

hacen a los ciudadanos de 

prácticas y políticas 

participativas 

Durante los últimos cincuenta años, 

la participación ciudadana se ha vinculado 

con procesos de innovación en la gestión de 

las políticas públicas y también con una 

mejor prestación de los servicios públicos en 

un contexto cada vez más complejo y 

demandante. A lo largo de este tiempo el 

involucramiento de los ciudadanos en 

diversos momentos del proceso de hechura 

de las políticas públicas se ha 

institucionalizado y los gobiernos se ven 

obligados a ofrecer a los ciudadanos 

programas, procesos y políticas que 

contengan elementos participativos. Sin 

embargo, el diseño de estrategias y 

mecanismos para incorporar la participación 

de los ciudadanos no siempre se apega al 

esquema racional y analítico que prescribe la 

perspectiva de políticas públicas. 
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Análisis 

 

 

 

Este estudio permite identificar la participación ciudadana como recurso para 

mejorar el desempeño de los gobiernos, por medio del desarrollo de 

respuestas innovadoras y el diseño de sistemas de gobernanza que involucran 

la acción de diferentes actores en la consecución de políticas públicas. Así 

mismo, muestra la necesidad de definir las opciones y agendas en un 

gobierno democrático, respondiendo a las necesidades e intereses de los 

ciudadanos. 

 

 

 

 

Identificación Objetivo Resumen 

Gobernanza 

ambiental: una 

estrategia 

orientada al 

desarrollo 

sustentable local 

a través de la 

participación 

ciudadana 

 

 

 

 

 

 

Delgado, L. E. 

Bachmann, P. L. 

& Oñate, B. 

Revista Ambiente 

y Desarrollo. 

(2007).   

Dar a conocer un enfoque 

transdisciplinario para la 

prevención de problemas y/o 

conflictos ecológicos 

ambientales, a través de la 

asociación, la participación y 

la voluntad humana. 

Dentro del marco de políticas de desarrollo, 

el desarrollo sustentable incorpora al manejo 

ecosistémico y la participación ciudadana 

como elementos fundamentales. Este último 

componente se ha desarrollado en Chile de 

una manera no efectiva en el área de 

conservación y protección ambiental. Esto es, 

tanto en su forma como en los mecanismos 

existentes. Ello produce que los actores 

sociales (en especial la sociedad civil) no 

estén empoderados en la toma de decisiones. 

Por tanto, es de vital importancia crear 

políticas, programas, e instancias para que 

esta se lleve a cabo de forma gradual y 

adaptativa, a escala local, nacional. En este 

sentido, el concepto de gobernanza ambiental 

transmite la idea de que la gestión de los 

bienes colectivos (recursos naturales) no 

debe ser un monopolio exclusivo del 

gobierno, sino que debe incorporar además a 

actores privados y no gubernamentales, así 

como a los ciudadanos a título individual, los 

cuales debieran participar en el desarrollo de 

la misma.  

Análisis 

 

 

Incorpora a la investigación el concepto de gobernanza ambiental en las 

políticas gubernamentales enfocadas a la gestión de los servicios 

ecosistémicos. Los cuales, al no ser monopolio estatal, e involucrar diferentes 
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 actores, hacen que el proceso de toma de decisiones en materia ambiental sea 

descentralizado y participativo. 

 

 

 

Identificación Objetivo Resumen 

Dos modalidades 

de participación 

ciudadana en 

política 

ambiental 

 

 

 

 

Pacheco, R. & 

Vega, O. 

Economía, 

sociedad y 

territorio. (2001). 

Examinar dos modalidades de 

participación ciudadana en 

materia de política de medio 

ambiente: la formación de 

coaliciones ambientales y los 

procesos de construcción de 

consenso 

 

En el discurso sobre desarrollo sustentable, la 

participación ciudadana es un eje 

fundamental para el establecimiento del 

desarrollo económico, ecológico y social. Por 

lo cual, las políticas públicas ambientales 

deben involucrar a la sociedad en su 

construcción, diseño e implementación; para 

obtener como resultado, un paradigma de 

sostenibilidad, donde la protección al medio 

ambiente se encuentre ligada a los esquemas 

de crecimiento económico. Es entonces, 

donde el fenómeno de cooperación cobra 

vital importancia, en el establecimiento de 

dos modalidades de participación, como lo 

son la formación de coaliciones ambientales 

y los procesos de construcción de consenso.  

Análisis 

 

 

 

La formación de coaliciones ambientales y los procesos de construcción de 

consenso, representan un nuevo paradigma de sustentabilidad basado en la 

cooperación y la participación hacia un futuro común (Pacheco 2001). Lo 

anterior, permite a la investigación entender la importancia del 

establecimiento de redes de ONG ambientales y procesos multi-participativos 

en el proceso de formulación, implementación y evolución de estrategias 

ambientales gestionadas desde el gobierno.  

 

Identificación Objetivo Resumen 

Participación 

ciudadana y 

políticas publicas 

 

 

 

 

 

Examinar, desde la 

perspectiva de la gobernanza, 

el papel de la participación 

ciudadana en los procesos de 

política pública, así como las 

restricciones y oportunidades 

que ofrece su 

institucionalización. 

En términos generales, la participación 

ciudadana es el involucramiento de los 

individuos en el espacio público estatal y no 

estatal desde su identidad de ciudadanos, es 

decir, de integrantes de una comunidad 

política. Esta participación está vinculada a 

los modelos de democracia y al tipo de 
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Villareal, M. T.  

Decimo certamen 

de ensayo 

Político. (2009). 

relación gobierno-sociedad que se quiere 

construir.  

El tema de la participación ciudadana en los 

procesos de políticas públicas constituye un 

elemento fundamental y condición de 

posibilidad para la gobernanza democrática, 

y puede llegar a constituir un mecanismo para 

el empoderamiento social. También, es 

definida como un proceso de dirección de la 

sociedad en el que intervienen 

coordinadamente el gobierno, el sector 

productivo y también la ciudadanía. Para que 

sea posible esta clase de gobernanza 

democrática, debe existir una sociedad civil 

que se integre activamente en el proceso y 

asuma su implicación en la esfera pública y 

los asuntos colectivos como un ejercicio de 

construcción de ciudadanía. 

Análisis 

 

El escrito concede una aproximación a las diferentes formas de participación 

ciudadana en el espacio público, haciendo enfoque en la modalidad ciudadana- 

institucionalizada, debido a su relación con las políticas públicas para dar 

formación a la autoridad legítima, lo cual permite reconocer la importancia de 

la participación, las formas e instrumentos utilizados y su institucionalización 

en los modelos democráticos como garantía de una intervención critica, 

vigilante y cooperadora por parte de los ciudadanos en la gestión pública.  

 

Identificación Objetivo Resumen 

Plan Nacional de 

Gestión del 

riesgo de 

Desastres: Una 

estrategia de 

desarrollo 2015-

2020.  Noveno 

informe de 

seguimiento y 

evaluación. 

 

 

Recopilar los avances del 

primer semestre del 2020 y la 

consolidación de los últimos 

cuatro años de 

implementación del plan, en el 

marco de una metodología 

integral de análisis a nivel 

nacional en materia de gestión 

del riesgo de desastres 

Dentro de las responsabilidades de la 

UNGRD se encuentra el hacer seguimiento y 

reportar las acciones realizadas en el marco 

de la ejecución del PNGRD, con un informe 

semestral tal como lo establece la Ley 1523 

de 2012 y sus decretos reglamentarios. Lo 

anterior, en cumplimiento de su función de 

coordinar, impulsar y fortalecer capacidades 

para el conocimiento del riesgo, la reducción 

del riesgo y el manejo de desastres y su 

articulación con los procesos de desarrollo en 
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UNGRD. (2020). los ámbitos territorial, nacional y acuerdos 

internacionales 

Análisis 

 

 

  El análisis realizado, es un insumo para aclarar el proceso de implementación 

y seguimiento del Plan nacional de gestión del riesgo de desastres, así como 

el avance de proyectos por objetivos y los seguimientos a metas nacionales. 

Para el trabajo realizado, se tiene en cuenta el objetivo cinco en el cual se 

busca fortalecer la gobernanza, la educación y comunicación social en la 

gestión del riesgo con enfoque diferencial, de diversidad cultural y género; a 

partir del programa de participación ciudadana.  

 


